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El control Administrativo disciplinario y las circunstancias de las medidas 
sancionatorias de la Procuraduría General de la Nación, se tienden a 
caracterizar por la desproporcionalidad de las medidas sancionatorias, en un 
Estado Social de Derecho, la función pública cumple una labor de vital 
importancia, por tanto, aquellos servidores popularmente electos al ser quienes 
representan la voluntad del pueblo y en quienes recae su confianza, son sujetos 
de protección. 
Pues es en virtud de dicha calidad como representantes de la voluntad popular, 
que aquellas decisiones que los afecten directamente respecto de su función 
pública, afectan los intereses legítimos de aquellos que a través de un ejercicio 
democrático lo invistieron con tal autoridad. 
El servidor público debe ser riguroso y atender a los principios de la 
administración publica en cada una de sus conductas. Es la falta al deber de la 
observancia de principios como la eficacia y eficiencia, buena fe, moralidad entre 
otros que conllevan a la rigurosidad de la sanción, no obstante, dicha rigurosidad 




proporcionalidad, que enmarca la decisión administrativa emitida por el ente 
sancionador. 
El desconocimiento del principio de proporcionalidad en materia de servidores 
públicos electos, no solo afecta la órbita de los derechos fundamentales de los 
disciplinados o disciplinables, sino que afecta directamente un componente 
orgánico y esencial de la misma constitución, e inclusive un ideal del sistema 
democrático, la soberanía popular. 
Tras ese postulado, la idea de la revisión sobre una correcta aplicación del 
principio de proporcionalidad cobra significativa importancia, un constante y 
cuidadoso análisis, estudio y revisión de las medidas sancionatorias impuestas 
por parte de la Procuraduría General De La Nación, en donde debe ser ajustada 
a un estricto Test de proporcionalidad debido a los bienes jurídicos que se 
encuentran en juego. 
Con el anterior contexto, es posible deducir y encaminarse por el estudio del 
concepto de proporcionalidad de las medidas sancionatorias , deducido como el 
principio de naturaleza constitucional que permite medir , controlar y determinar 
que aquella injerencia del poder público, sobre el ámbito o esfera de la persona 
humana responde a criterios de adecuación como coherencia , necesidad 
,equilibrio y beneficio entre el fin lícitamente perseguido y los bienes jurídicos 

















1. Planteamiento fáctico del problema 
En un Estado Social de Derecho es inaceptable la arbitrariedad de los 
funcionarios del Estado, por tanto, se presentan situaciones que trascienden, en 
este caso, en aspectos administrativos que tocan de fondo los Derechos 
Fundamentales de los individuos y la sociedad. Se evidencio que el control 
Administrativo y las circunstancias de las medidas sancionatorias de la 
Procuraduría General de la Nación, manifiestan un control político que se 
caracterizan por la desproporcionalidad de las sanciones impuestas. Por tanto se 
entendió la proporcionalidad como aquella manifestación de la justicia con el 
objetivo de evitar la arbitrariedad y la irracionabilidad tratándose desde una 
óptica de carácter estructuralista. Sin embargo el interrogante sobre ¿Cómo 
establecer un mecanismo ponderado en la aplicabilidad de la sanción, que limite 
la potestad sancionatoria de la procuraduría?, teniendo en cuenta la 
proporcionalidad como principio rector, ya que se evidencio que  tomando como 
referencia la sentencia SU 712/13 los Servidores Públicos de  elección popular  
se  vieron  afectados  debido  a  la  desproporcionalidad  de  las  medidas 





2. Naturaleza y función de la PGN  
En el marco constitucional colombiano, la Procuraduría es un ente netamente 
investigador y sancionador, tal como establece la Carta Política en su artículo 
277 numeral 6, compete a ésta institución investigar y aplicar las respectivas 
sanciones a los servidores públicos de elección popular. Ahora bien, la 
interpretación jurídica que se le debe dar al texto constitucional no resulta 
ambigua, puesto que el artículo 277 de la CPC resulta claro, ya que faculta 
excepcionalmente al Procurador para la investigación de faltas cometidas por 
servidores públicos, incluyéndose aquí los Funcionarios públicos de Elección 
Popular (FPEP). 
Con esto se pretende determinar la magnitud de la falta cometida por el 
Funcionario Publico Electo Popularmente, aunque la modalidad de la falta sea 
dolosa o culposa, y la categoría de la misma sea leve grave o gravísima y se 
entenderá que se encuentra bajo un precepto de legalidad, el cual la PGN no 
puede desconocer argumentando la aplicación de discrecionalidad que se le ha 
otorgado para la toma de sus decisiones. Pero acá no se hace la diferenciación 
explicita o codificada de los tipos de sanciones a Imponer, puesto que deja 
mucho margen de discrecionalidad en materia sancionatoria al PGN. 
La función disciplinaria en general tiene como objetivo garantizar el correcto y 
adecuado desempeño de los funcionarios públicos, para que de este modo 
pueda ser posible brindarle a la comunidad un óptimo servicio, y así, los 
ciudadanos no pierdan la credibilidad en el Estado, y aumenten su confianza en 
él. Respecto a la PGN, conforme al artículo 277, numeral 6 de la carta política 




superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, 
inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; 
adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la ley”1 
Por otra parte, el CDU vigente, plantea que “la sanción disciplinaria tiene función 
preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines 
previstos en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben 
observar en el ejercicio de la función pública”2. Como es notorio se busca 
garantizar siempre los principios emanados en la constitución, cosa que va a ser 
reprochada y resaltada más adelante en este trabajo al momento en que el juez 
en este caso el procurador deba emitir una decisión. Queda claro cómo la PGN, 
se encarga de llevar a cabo investigaciones y sanciones a aquellos funcionarios 
que incurran en la realización de fallas disciplinarias previamente establecidas 
en el ejercicio de sus funciones asignadas, al igual que debe encargarse de 








                                            
1 COLOMBIA. Constitución Política. Bogotá : Temis, 2018. Numeral 6, art. 277. P. 137 
2 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Por la cual se expide el Código 




Como se ha repetido constantemente las atribuciones de la PGN, se encuentran 
tipificadas en el artículo 277 de la Constitución Política colombiana: 
 “1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones 
judiciales y los actos administrativos.  
2. Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el 
auxilio del Defensor del Pueblo.  
3. Defender los intereses de la sociedad.  
4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente.  
5. Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones 
administrativas.  
6. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; 
ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar las 
investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas 
sanciones conforme a la ley.  
7. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, 
del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales.  
8. Rendir anualmente informe de su gestión al Congreso.  
9. Exigir a los funcionarios públicos y a los particulares la información 
que considere necesaria.  
10. Las demás que determine la ley 3. 
Tal como lo advierte Bellón4, ésta institución cumple la importante función de 
representar a los ciudadanos ante el Estado, constituyéndose en el superior 
organismo institucional del ministerio público, junto con las personerías y la 
Defensoría del Pueblo. Además, en el artículo 148 del CDU aclara que tiene 
atribuciones de policía judicial en desarrollo a esto aquella podrá proferir las 
decisiones correspondientes, además interpone las acciones que considera 
necesarias; por esta razón, el CDU establece que: 
 
                                            
3 COLOMBIA. Constitución Política. Op. Cit. Art. 277. Pp. 137-138. 
4 BELLÓN, Morales, Luís, Eduardo. 2015. Naturaleza jurídico-política de la Procuraduría General 
de la Nación. Bogotá: Tesis de grado Magister en ciencia política con énfasis en integración y 




“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución 
Política, para efecto del ejercicio de las funciones de Policía Judicial 
establecidas en el inciso final del artículo 277, el Procurador General 
de la Nación tendrá atribuciones jurisdiccionales, en desarrollo de las 
cuales podrá dictar las providencias necesarias para el aseguramiento 
y práctica de pruebas en el trámite procesal”5. 
Aunque en el caso de providencias judiciales se podrá realizar acción de tutela, 
con base en la vía de hecho, es necesario mencionar la sentencia proferida por 
el Consejo de Estado, en su Sala de lo Contencioso Administrativo, cuyo 
extracto se transcribirá:   
“El debate jurisprudencial sobre la procedencia de la tutela contra 
decisiones judiciales tiene génesis en la sentencia C-543 de 1992 de 
la Corte Constitucional que declaró la inexequibilidad del artículo 40 
del Decreto 2591 de 1991. Más adelante, mediante sentencias de 
tutela, la misma Corte permitió de forma excepcional y frente a la 
amenaza de derechos fundamentales, el reexamen de la decisión 
judicial en sede de tutela, con la finalidad de establecer si el fallo 
judicial se adoptó, en apariencia revestida de forma jurídica, cuando 
en realidad envolvía una vía de hecho. La vía de hecho entendida 
como una manifestación burda, flagrante y desprovista de todo 
vestigio de legalidad, es el principio que inspiró la posibilidad de 
instaurar la acción de tutela contra decisiones judiciales, pues no 
obstante el reconocimiento al principio de autonomía funcional del 
juez, quien la administra quebranta, bajo la forma de una providencia 
judicial, derechos fundamentales. De ahí que salvo eventos 
sumamente excepcionales, la acción de tutela contra decisiones 
judiciales es improcedente, en razón a que la seguridad jurídica y el 
respeto al debido proceso no permiten el carácter temporal de tales 
decisiones ni la existencia de la tutela como instancia última de todos 
los procesos y acciones. Además, porque el Consejo de Estado y la 
Corte Suprema de Justicia son órganos de cierre de sus respectivas 
jurisdicciones, de modo que sus decisiones son últimas, intangibles e 
inmodificables. La evolución de la jurisprudencia condujo a que desde 
la sentencia T-231 de 1994 se determinaran cuáles defectos podían 
conducir a que una sentencia fuera calificada como vía de hecho, 
indicando que ésta se configura cuando se presenta, al menos, uno 
de los siguientes vicios o defectos protuberantes: (1) Defecto 
                                            




sustantivo, que se produce cuando la decisión controvertida se funda 
en una norma indiscutiblemente inaplicable; (2) Defecto fáctico, que 
ocurre cuando resulta indudable que el juez carece de sustento 
probatorio suficiente para proceder a aplicar el supuesto legal en el 
que se sustenta la decisión; (3) Defecto orgánico, se presenta cuando 
el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, 
absolutamente, de competencia para ello; y, (4) Defecto 
procedimental, que aparece en aquellos eventos en los que se actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido”6 
2.1 Origen de la función disciplinaria  
Según el CDU7 surge desde el momento que el servidor público comete una falta 
disciplinaria; de forma similar lo contempla el proyecto de reforma al mencionado 
código8. Agrega el código vigente que por “incumplimiento de deberes, 
extralimitación del ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación 
del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses”9. La falta disciplinaria a la que se hace mención, puede presentarse, 
siguiendo, tanto por acción como por omisión10; éste elemento de la potestad 
sancionatoria de la PGN es ratificada por el proyecto de ley que lo reforma en su 
art. 28, donde se establece:  
“Esta conducta también puede llegar a ser dolosa o culposa, en el 
caso de que sea dolosa es porque la persona que está siendo 
disciplinada, conocía previamente de los hechos y de su ilicitud y aun 
así quiso o tuvo el deseo de realizarla”11  
                                            
6 Sentencia C-542 de 1992, citado por, CONSEJO DE ESTADO. Sentencia Número 11001-03-
15-000-2014-01045-00(AC). Magistrado Ponente Gerardo Arenas Monsalve, Bogotá : Consejo 
de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 30 de Julio 
de 2014. 
7 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. 
8 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 2014. Proyecto de ley por el cual se adopta el 
nuevo código disciplinario único. Bogotá : Imprenta Nacional, 2014. Artículos 24 y 25. 
9 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. Art. 23. 
10 Ibíd. Art. 27. 




En relación con la culpa, en el artículo 30 del proyecto de nuevo código 
disciplinario12, esta se hace disciplinable cuando el servidor público incurre en 
hechos constitutivos en falta disciplinaria, habiendo incurrido en una infracción a 
la falta “al deber objetivo de cuidado funcionalmente exigible y el sujeto 
disciplinable debió haberla previsto por ser previsible o habiéndola previsto 
confió en poder evitarla”13,  ya que no realizar sus deberes con negligencia, 
objetividad y sumo cuidado puede afectar a terceros como es en el caso del fallo 
161033 de 2007 impuesto por la PGN en donde el servidor público disciplinado 
quien ejercía como representante del Ministerio Público, contribuyó para que un 
gran número de procesos por homicidios y otros delitos, hayan culminado, 
observados desde el punto de vista procesal de manera anormal con archivos y 
cesaciones de procedimiento y todo esto por incumplimiento de sus deberes , 
dando así una falta gravísima por la inobservancia del numeral 4 del CDU y 
conllevando con esto a su destitución y así también dejar un gran caso de 
homicidios con vacíos y las víctimas de estos sin justicia .14 
De la misma manera, debe suponerse siempre la existencia de una obligación o 
deber, ya sea moral o fundado en sus funciones, que al ser olvidado, incumplido 
o desconocido genera la respuesta represiva del Estado, y ya que la finalidad del 
régimen disciplinario es alcanzar un adecuado desarrollo de administración 
pública, se hace necesario garantizar el cumplimiento de los deberes de los 
servidores asignados.  
Seguidamente la culpa que está siendo sancionable puede llegar a ser gravísima 
o grave; así lo explica el proyecto de nuevo Código disciplinario, en su artículo 
30, al determinar que “habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta 
disciplinaria por ignorancia supina, desatención elemental o violación manifiesta 
                                            
12 Ibíd. P. 20 
13 Ibíd. P. 20 
14 PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 2007. Fallo 161033. Magistrado ponente Dora 




de reglas de obligatorio cumplimiento”15; por otra parte, el proyecto mencionado 
establece en el mismo artículo, que habrá culpa gravísima en el caso de 
ignorancia supina, entendida como la que procede de negligencia en aprender  o 
inquirir lo que puede y debe saberse con esto se observa que es el conocimiento 
básico que debe tener la persona y más si está ocupando un cargo público, 
siendo lo mínimo y elemental que se debe saber16. 
En el proyecto de ley para reformar el CDU, se establece que la “culpa será 
grave cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado 
necesario que cualquier persona del común imprime a sus actuaciones”17- 
Igualmente, cabe resaltar que “a culpa leve no será sancionable en materia 
disciplinaria”18. 
Para finalizar se realiza la comparación en las formas de realización del 
comportamiento del artículo 27 del CDU, establece la falta, ya sea por acción o 
por omisión “Las faltas disciplinarias se realizan por acción u omisión en el 
cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, o con ocasión de ellos, 
o por extralimitación de sus funciones; así éstas conductas dependen de cuando 
se tiene el deber jurídico de impedir un resultado, no evitarlo, pudiendo hacerlo, 
equivale a producirlo”19. 
Mientras tanto, el proyecto de nuevo CDU20, contempla la falta disciplinaria se 
aclara en qué momento se constituye, cuando da lugar a la imposición de la 
sanción disciplinaria, cuando se da por acción u omisión, se extiende aclarar 
cuando la conducta es dolosa o culposa, así mismo cuando la culpa sancionable 
                                            
15 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Op. Cit. 2014, p. 2014. P. 20 
16 Ibíd. 
17 Ibíd. Art. 30 inciso 4°. 
18 Ibíd. Art. 30 inciso 2 
19 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. Art. 27. 




puede llegar hacer grave o gravísima .cosa que no pasa con el CDU vigente21, 
pues se limita a pronunciar que se da por acción o por omisión pero no va más 
allá como si lo hace el proyecto de ley mencionado anteriormente, no obstante la 
ley 734 de 2002 en su artículo 42 clasifica las faltas y el 43 establece los criterios 
de gravedad, al igual que lo hace el proyecto de ley en su artículo 47 , 
concluyendo ,el Código Único Disciplinario menciona el dolo y la culpa en 
algunos de sus artículos pero no especifica ¿qué es? ni ¿por qué se puede dar? 
contrario sensu al proyecto de ley mencionado  y por lo cual se destaca. 
Debe señalarse que en el ya citado artículo 30 del proyecto de ley, “la culpa leve 
no será sancionable en materia disciplinaria”22, aunque no dice por qué, en su 
artículo 48, dejando la correcta interpretación al respecto en los criterios para 
determinar la gravedad, dejando así un vacío jurídico seguidamente en el CDU 
donde se clasifica  las faltas mencionar la culpa leve pero parece no tener mayor 
relevancia. 
2.2 Ámbito de aplicación  
En lo referente al ámbito de aplicación, taxativamente el CDU en su artículo 24 
determina que “La ley disciplinaria se aplicará a sus destinatarios cuando 
incurran en falta disciplinaria dentro o fuera del territorio nacional”23; 
seguidamente, en la misma ley en el art 66 describe el procedimiento aplicable el 
cual “El procedimiento disciplinario establecido en la presente ley deberá 
aplicarse por las respectivas oficinas de control interno disciplinario, personerías 
                                            
21 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. 
22 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 2014. Op. Cit. p. 20. 




municipales y distritales, la jurisdicción disciplinaria y la Procuraduría General de 
la Nación”24. 
Cabe aclarar que no es cualquier particular, ya que como se observara más 
adelante ese código es para para ciertas personas particulares que ejercen 
ciertas funciones. Además, como lo establece el artículo 69 del CDU:   
“La acción disciplinaria se iniciará y adelantará de oficio, o por 
información proveniente de servidor público o de otro medio que 
amerite credibilidad, o por queja formulada por cualquier persona, y 
no procederá por anónimos, salvo en los eventos en que cumpla con 
los requisitos mínimos consagrados en los artículos 38 de Ley 190 de 
1995 y 27 de la Ley 24 de 1992. La Procuraduría General de la 
Nación, previa decisión motivada del funcionario competente, de oficio 
o a petición del disciplinado, cuando este invoque debidamente 
sustentada la violación del debido proceso, podrá asumir la 
investigación disciplinaria iniciada por otro organismo, caso en el cual 
este la suspenderá y la pondrá a su disposición, dejando constancia 
de ello en el expediente, previa información al jefe de la entidad. Una 
vez avocado el conocimiento por parte de la Procuraduría, esta 
agotará el trámite de la actuación hasta la decisión final.  
“Los personeros tendrán competencia preferente frente a la 
administración distrital o municipal.  
“Las denuncias y quejas falsas o temerarias, una vez ejecutoriada la 
decisión que así lo reconoce, originarán responsabilidad patrimonial 
en contra del denunciante o quejoso exigible ante las autoridades 
judiciales competentes”25  
Para finalizar, debe recordarse que: 
“En cualquier etapa de la actuación disciplinaria en que aparezca 
plenamente demostrado que el hecho atribuido no existió, que la 
conducta no está prevista en la ley como falta disciplinaria, que el 
investigado no la cometió, que existe una causal de exclusión de 
responsabilidad, o que la actuación no podía iniciarse o proseguirse, 
                                            
24 Ibíd. Art. 66. 




el funcionario del conocimiento, mediante decisión motivada, así lo 
declarará y ordenará el archivo definitivo de las diligencias.”26 
2.3 ¿Quiénes son los destinatarios? 
Como lo consagra el artículo 25 del CDU (COLOMBIA, CONGRESO DE LA 
REPÚBLICA, 2002), “son destinatarios de la ley disciplinaria los servidores 
públicos aunque se encuentren retirados del servicio y los particulares 
contemplados en el artículo 53 del Libro Tercero de este código”27. Estos 
particulares que contempla el artículo mencionado anteriormente son: 
“los particulares que cumplan labores de interventoría en los contratos 
estatales; que ejerzan funciones públicas, en lo que tienen que ver 
con estas presten servicios públicos a cargo del Estado, de los 
contemplados en el artículo 366 de la Constitución Política, 
administren recursos de este, salvo las empresas de economía mixta 
que se rijan por el régimen privado.”28 
 
No obstante, debe resaltarse algo que trae el proyecto de ley de reforma al CDU, 
que en su capítulo tercero, artículo 26 establece: “son destinatarios de la ley 
disciplinaria los gerentes de cooperativas, fundaciones, corporaciones y 
asociaciones que se creen y organicen por el Estado o con su participación 
mayoritaria”29, algo que no ocurre en la ley 734 (2002). Así, para concluir 
respecto a los destinatarios de la sanción disciplinaria  
“Se predica con exclusividad de los funcionarios, que tienen con el 
Estado una relación legal y reglamentaria.(…) El régimen disciplinario 
no puede ser aplicado a los particulares que prestan sus servicios al 
Estado, pues en esos casos no se presenta una relación de sujeción o 
                                            
26 Ibid. Art. 73. 
27 Ibíd. Art. 25. 
28 Ibid. art. 53. Subrayado por fuera del texto. 




supremacía entre la Administración y la aludida persona. Este 
régimen, sólo puede ser aplicado a los servidores públicos”30 
Algo similar menciona la sentencia C-563 de 199831. Así pues, se entiende que 
únicamente los servidores públicos activos y retirados del servicio son sujetos a 
la sanción disciplinaria; los indígenas que se encarguen de manejar recursos 
estatales; los conciliadores y árbitros. Además de los mencionados 
anteriormente. 
2.3.1 Funcionarios públicos  
Para abordar este tema antes es necesario aclarar ¿Qué se entiende por función 
pública? ¿Qué es un funcionario público? ¿Quiénes son funcionarios públicos en 
Colombia? Cabe resaltar que cuando se habla de funcionario público es el 
mismo servidor público. 
Primeramente, como lo explica Herrera32, quien retomando lo explicado por 
Libardo Rodríguez afirma que “la función pública se entiende como el conjunto 
de «relaciones laborales entre el Estado y sus servidores», la cual se ejerce a 
través del empleo público”33; igualmente, como lo señala Pavas, dicha actividad 
es “realizada en cabeza de personas naturales en nombre del Estado cuyo fin 
está encaminado al logro de los fines esenciales del mismo Estado; estas 
funciones deben estar señaladas en la Constitución, una Ley o un reglamento”34. 
Por tal razón, debe también señalarse lo que la sentencia C-563 de 1998:  
                                            
30 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. 1996. Sentencia C-280. Magistrado Ponente: 
Alejandro Martínez Caballero, Bogotá: Corte Constitucional, 25 de Junio de 1996. 
31 COLOMBIA, CORTE CONSTITUCIONAL. 1998. Sentencia C-563. Magistrados Ponentes: 
Antonio Barrera Carbonell y Carlos Gaviria Díaz, Bogotá : Corte Constitucional, 7 de Octubre de 
1998. 
32 Función pública de los servidores municipales en Colombia. HERRERA, ROBLES, Aleksey. 
2004. 21, Barranquilla : Fundación Universidad del Norte, 2004, p. 67-95. 
33 Ibíd. P. 98 
34 PAVAS, CORTÉS, Martha, Elena. 2014. Quiénes son sujetos disciplinables en Colombia. 
Medellín : Tesis de grado Universidad Santo Tomás, especialización en Derecho Administrativo, 




“En sentido amplio la noción de función pública atañe al conjunto de 
las actividades que realiza el Estado, a través de los órganos de las 
ramas del poder público, de los órganos autónomos e independientes, 
(art. 113) y de las demás entidades o agencias públicas, en orden a 
alcanzar sus diferentes fines. En un sentido restringido se habla de 
función pública, referida al conjunto de principios y reglas que se 
aplican a quienes tienen vínculo laboral subordinado con los distintos 
organismos del Estado. Por lo mismo, empleado, funcionario o 
trabajador es el servidor público que esta investido regularmente de 
una función, que desarrolla dentro del radio de competencia que le 
asigna la Constitución, la ley o el reglamento"35 
Son funcionarios públicos quienes prestan sus servicios al Estado, previo 
nombramiento o elección popular  así mismo  se encuentra consagrado en el 
artículo 123 de la Constitución Política (1991), es decir,  aquellos “miembros de 
las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 









                                            
35 CORTE CONSTITUCIONAL. 1998. Sentencia C-563. Magistrados Ponentes: Antonio Barrera 
Carbonell y Carlos Gaviria Díaz, Bogotá : Corte Constitucional, 7 de Octubre de 1998. 




Servidores públicos: comprende a todos los trabajadores que trabajan para el estado, 
así mismo como lo reitera el art 123 C.P serán servidores públicos los miembros de las 
corporaciones públicas, empleado público y los trabajadores oficiales. 
 
Miembros de las 
corporaciones 
publicas  
Empleado público (prestan su 
servicio al estado) 
 
Trabajador oficial 
(prestan su servicio al 
estado) 
Senadores, 
representantes a la 
cámara, diputados, 
concejales  y 
miembros de las 
juntas administrativas 
Personas naturales que trabajan 
en los Ministerios, en los 
Establecimientos Públicos, en las 
Superintendencias, o 
Departamentos Administrativos y 
sus equivalentes en el ámbito 
territorial o distrital, son 
empleados públicos con 
excepción de quienes trabajan en 
esas entidades en la 
construcción y sostenimiento de 
las obras públicas, que son 
trabajadores oficiales. 
Prestan su servicio en 
actividades de construcción 
y sostenimiento de obras 
públicas. 
Los que laboran para 
empresas industriales y 
comerciales del estado. 
salvo los que desempeñan 
funciones de Dirección y 
confianza 
 Su vínculo se realiza a través de 
un acto administrativo unilateral 
de nombramiento. 
Vinculación laboral 
mediante un contrato de 
trabajo. 
2.4 Función disciplinaria de la PGN 
La PGN tiene tres funciones, de las cuales la primera es preventiva, otra es la 
función de intervención y hay también una función disciplinaria37. La primera de 
ellas busca vigilar a los servidores públicos, la segunda de ellas es de 
intervención, pero no es de carácter facultativo sino interpretativa y ocurre 
cuando participa como sujeto procesal, y por último y no por eso la menos 
importante la función disciplinaria, en ella se inicia, adelanta y se falla en las 
                                            
37 Ésta explicación se encuentra en: PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Objetivos y 
funciones. Página web de la Procuraduría General de la Nación. [En línea] 2016. [Citado el: 13 




“investigaciones que por faltas disciplinarias se adelanten contra los servidores 
públicos y contra los particulares que ejercen funciones públicas o manejan 
dineros del estado, de conformidad con lo establecido en el CDU”38. No 
obstante, según el CDU “la acción disciplinaria es procedente aunque el servidor 
público ya no esté ejerciendo funciones públicas”39. 
Para concluir en el artículo 278 de la Constitución Política, establece en cabeza 
de la PGN, la facultad para  
“Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión 
motivada, al funcionario público que incurra en alguna de las 
siguientes faltas: infringir de manera manifiesta la Constitución o la 
ley; derivar evidente e indebido provecho patrimonial en el ejercicio de 
su cargo o de sus funciones; obstaculizar, en forma grave, las 
investigaciones que realice la Procuraduría o una autoridad 
administrativa o jurisdiccional; obrar con manifiesta negligencia en la 
investigación y sanción de las faltas disciplinarias”40 
Hay que tener en cuenta que la supremacía de la constitución debe ser 
respetada, y esta soberana manifiesta que es viable la facultad sancionatoria por 
parte del Procurador, por lo cual tiene plena legalidad 
2.5 Aplicación y vigencia del CDU  
Frente a las funciones del CDU se puede encontrar en la ley 734 (2002): “la 
sanción disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la 
efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los 
tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función 
pública”41. Aunque no hay una función de prevención ya que la mayoría de los 
casos en donde se encuentra una sanción disciplinaria, es porque ya se cometió 
                                            
38 Ibid. 
39 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. Art. 72. 
40 COLOMBIA. Constitución Política. Bogotá : Temis, 2018, art. 278. P. 138 




una falta, no obstante , no se encuentra casos de sanciones preventivas. Por 
otra parte, estas sanciones, se encuentran en concordancia con el conjunto de 
exigencias que realiza el Estado a sus servidores, el cual puede encontrarse en 
el artículo 22 del CDU:  
“El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, 
imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia y 
eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o 
función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará las 
prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, 
establecidos en la Constitución Política y en las leyes.”42. 
Aunque lo irónico es que la mayoría de procesos que se llevan a cabo por parte 
del ministerio público se llevan a cabo por falta de todos los valores 
mencionados anteriormente, tales como la trasparencia, la moralidad, la 
honradez, la celeridad, etc. 
2.6 Surgimiento y funciones del CDU 
El CDU se denomina de tal manera debido a que el legislador pretendía 
establecer un mismo régimen de procedimiento disciplinario tanto a funcionarios 
como a servidores públicos, teniendo en cuenta que deben ser excluidos 
aquellos que corresponden al “régimen especial disciplinario establecido para los 
miembros de la fuerza pública”43. No obstante, se puede afirmar siguiendo a la 
PGN, que ésta: 
 
 
                                            
42 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. Art. 22. 




“No es una creación legal ni una interpretación de la jurisprudencia, es 
una vertiente del derecho público que tiene origen en la Constitución 
Política, y ha sido desarrollado legalmente y por la jurisprudencia al 
amparo de las normas constitucionales que lo erigen como una 
disciplina autónoma e independiente, en especial deslindada del 
derecho penal y el derecho administrativo”44 
De igual manera, puede decirse que históricamente el derecho disciplinario va 
de la mano con dos temas fundamentales los cuales son la corrupción y el 
“establecimiento de derechos, deberes y características del empleo a nivel 
estatal en todos los ámbitos territoriales, generando en consecuencia una 
condición de dispersión inicial en el campo normativo que solo hasta 1995 se 
consolida en un solo cuerpo”45  
Para finalizar, el derecho disciplinario es esencial debido al funcionamiento que 
ejerce para controlar el buen comportamiento de su personal, basado en los 
deberes y obligación de quienes forman parte de él, además de las faltas, 
sanciones correspondientes y procedimiento aplicar. Frente a las funciones del 
CDU es claro en precisar que: “la sanción disciplinaria tiene función preventiva y 
correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la 
Constitución, la ley y los tratados internacionales, que se deben observar en el 
ejercicio de la función pública”46  
2.7 Procedimiento y aplicación del CDU 
Como se dijo Anteriormente el Código Disciplinario Único se aplica cuando algún 
servidor público incurra en alguna falta disciplinaria estén o no en el territorio, 
una vez el servidor público cometa la falta; según éste, “las denuncias y quejas 
                                            
44 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Código disciplinario único, ley 734 de 2002: 
ediciòn 2012 con notas de actualización del estatuto anticorrupción. Bogotá : Imprenta Nacional, 
2012. P. 5 
45 Ibíd. 




falsas o temerarias, una vez ejecutoriada la decisión que así lo reconoce, 
originarán responsabilidad patrimonial en contra del denunciante o quejoso 
exigible ante las autoridades judiciales competentes”47 
                                            




Ley 734 de 2002 Proyecto de ley de 2014 
1. art 25 “Destinatarios de la ley disciplinaria: 
como primer paso la persona que está encargada 
de llevar la investigación, observa si el 
investigado se le aplica el Código Disciplinario 
Único o alguna otra ley” 48 
1. art 14 “investigación integral: como primer paso la 
autoridad disciplinaria tendrá que realizar toda la 
investigación con gran rigor en los hechos y las 
circunstancias, para así demostrar la falta disciplinaria  
que lo conlleve a una responsabilidad y si de lo 
contrario sea eximido de cualquier responsabilidad”49 
2. Artículo 24. “Ámbito de aplicación de la ley 
disciplinaria: si es necesario aplicar el código que 
se pretende implementar”50 
2. Artículo 25. “Ámbito de aplicación de la ley 
disciplinaria: si es necesario aplicar el código que se 
pretende implementar”51 
3. Artículo 66.  “Aplicación del procedimiento 
El procedimiento disciplinario establecido en la 
presente ley deberá aplicarse por las respectivas 
oficinas de control interno disciplinario, 
personerías municipales y distritales, la 
jurisdicción disciplinaria y la Procuraduría 
General de la Nación. 
El procedimiento disciplinario previsto en esta ley 
se aplicará en los procesos disciplinarios que se 
sigan en contra de los particulares disciplinables 
conforme a ella”52 
3. Artículo 84.” Aplicación del procedimiento.  
El procedimiento disciplinario establecido en la presente 
ley deberá aplicarse por las respectivas oficinas de 
control disciplinario interno, personerías municipales y 
distritales, y la Procuraduría General de la Nación.  
Los procesos que se adelantan por la jurisdicción 
disciplinaria se tramitarán conforme al procedimiento 
establecido en el título IX de este código”53 
4. Artículo 196. “Falta disciplinaria: que fue lo que 
el servidor realizo para que constituyera  falta 
disciplinaria, como por ejemplo el incumplimiento 
de los deberes y prohibiciones entre otras”54 
4. Artículo 27. “La falta disciplinaria: que fue lo que el 
servidor realizo para que constituyera  falta disciplinaria 
como lo son incumplimiento de deberes, extralimitación 
en el ejercicio de derechos y funciones entre otras”55 
5. CAPÍTULO CUARTO. “Inhabilidades, 
impedimentos, incompatibilidades y conflicto de 
intereses: la persona que está a cargo y va iniciar 
el proceso tiene que detallarse que no esté 
inmerso en ningunas de las causales del capítulo 
cuarto”56 
5. CAPÍTULO CUARTO. “Inhabilidades, impedimentos, 
incompatibilidades y conflicto de intereses: la persona 
que está a cargo y va iniciar el proceso tiene que 
detallarse que no esté inmerso en ningunas de las 
causales del capítulo cuarto.”57 
                                            
48 Ley 734 de 2002. Título II, la ley disciplinaria, capítulo tercero, sujetos disciplinables, articulo 25, destinatarios de la ley 
disciplinaria.  
49 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Libro I parte general, Título I, principios y 
normas rectoras de la ley disciplinaria. Articulo 14 investigación integral.2014 
50 Ley 734 de 2002. Título II, la ley disciplinaria, capítulo segundo, ámbito de aplicación de la ley disciplinaria, articulo 24, 
ámbito de aplicación de la ley disciplinaria 
51 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Libro II disposiciones generales, Título II, 
disposiciones generales. Articulo 25 Ámbito de aplicación de la ley disciplinaria.2014 
52 Ley 734 de 2002. Título II, régimen de los notarios, libo IV, procedimiento disciplinario, título I, la acción disciplinaria, 
articulo 66, aplicación del procedimiento. 
53 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Libro IV procedimiento disciplinario ,título I ,la 
acción disciplinaria, articulo 84 aplicación del procedimiento .2014 
54 Ley 734 de 2002. Título XII, régimen de los notarios, del régimen  de los funcionarios de la rama judicial, capitulo 
segundo, articulo 196,  falta disciplinaria. 
55 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo II disposiciones generales  ,capitulo IV 
la falta disciplinaria ,articulo 27 falta disciplinaria  .2014 
56 Ley 734 de 2002. Título IV, derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y 




6. Artículo 27. “Acción y omisión: se observa la 
realización del comportamiento si fue por acción 
o por omisión”58 
6. Artículo 28. “Acción y omisión: se observa la 
realización del comportamiento si fue por acción o por 
omisión  
Este artículo a diferencia del artículo 27 del Código 
Disciplinario Único va de la mano con el art 29 de este 
proyecto de ley. 
El cual dice que se puede actuar por dolo o culpa y 
describe cada una, diferencia con el CDU el cual 
menciona estas dos cualidades en algunos de sus 
artículos, pero no las define, ni tampoco especifica 
cuando se pueden dar.”.59 
7. Artículo 160. “Medidas preventivas.  
Cuando la Procuraduría General de la Nación o la 
Personería Distrital de Bogotá adelanten 
diligencias disciplinarias podrán solicitar la 
suspensión del procedimiento administrativo, 
actos, contratos o su ejecución para que cesen 
los efectos y se eviten los perjuicios cuando se 
evidencien circunstancias que permitan inferir 
que se vulnera el ordenamiento jurídico o se 
defraudará al patrimonio público. Esta medida 
sólo podrá ser adoptada por el Procurador 
General, por quien éste delegue de manera 
especial, y el Personero” 60 
7. Artículo 219. “Medidas preventivas. Cuando la 
Procuraduría General de la Nación o las Personerías 
adelanten diligencias disciplinarias podrán solicitar la 
suspensión del procedimiento administrativo, actos, 
contratos o su ejecución para que cesen los efectos y 
se eviten los perjuicios cuando se evidencien 
circunstancias que permitan inferir que se vulnera el 
ordenamiento jurídico o se defraudará al patrimonio 
público. Esta medida sólo podrá ser, por quien éste 
delegue de manera especial, y el Personero”61 
8. Artículo 28. “Causales de exclusión de la 
responsabilidad disciplinaria: que el servidor 
público al cual se le va a empezar un proceso, no 
tenga alguna causal señalada en este artículo 
como lo es la fuerza mayor y el caso fortuito”62 
8. Artículo 32. “Causales de exclusión de la 
responsabilidad disciplinaria: que el servidor público al 
cual se le va a empezar un proceso, no tenga alguna 
causal señalada en este artículo como lo es la fuerza 
mayor y el caso fortuito”63 
                                                                                                                                                                  
57 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo IV derechos, deberes, prohibiciones, 
incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses del servidor público. Capitulo cuarto , 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses .2014 
58 Ley 734 de 2002. Título II, la ley disciplinaria, capitulo cuarto, formas de realización del comportamiento, artículo 27, 
acción y omisión.  
59 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo II disposiciones generales , capitulo 
cuarto , la falta disciplinaria, articulo 28 acción y omisión .2014 
60 Ley 734 de 2002. Título IX, procedimiento ordinario, capitulo segundo, investigación disciplinaria artículo 160, medidas 
preventivas. 
61 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo IX procedimiento , capitulo segundo , 
contenido de la investigación disciplinaria, articulo 219 medidas preventivas.2014 
62 Ley 734 de 2002. Título II, la ley disciplinaria, capitulo quinto, exclusión de la responsabilidad disciplinaria ,artículo 28, 
exclusión de la responsabilidad disciplinaria.2014 
63 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo II disposiciones generales , capitulo 




9. Artículo 29. “Causales de extinción de la acción 
disciplinaria: En esta se encuentra cuando no hay 
que desgastar la justicia debido a que le persona 
que se pretende investigar, ya está muerto o su 
actuar ya prescribió”64 
9. Artículo 33. “Causales de extinción de la acción 
disciplinaria: En esta se encuentra cuando no hay que 
desgastar la justicia debido a que le persona que se 
pretende investigar, ya está muerto o su actuar ya 
prescribió”.65 
10. Artículo 30. “Términos de prescripción de la 
acción disciplinaria: Seguidamente se tendrá  en 
cuenta que la acción no haya prescrito , esta 
prescribe en (5) años contados desde el día de la 
consumación del delito , en excepción a las faltas 
señaladas en los artículos 4,5,6,7,8,9,10 del 
artículo 48 de este código”66 
10. Artículo 34. “Prescripción de la acción disciplinaria: 
En este artículo hablan de la prescripción de la acción 
disciplinaria aunque se creería que es igual al Código 
Disciplinario Único , cambia bastante empezando por el 
título , el artículo seguidamente en este artículo hablan 
del termino para emitir y notificar el fallo disciplinario de 
primera o única instancia., el cual es de (7) años para 
las faltas instantáneas a partir de su consumación cosa 
que no hace el CDU, a excepción de las faltas de 
carácter permanente o continuado se tomara en cuenta 
pero desde la realización del último acto y para las 
omisivas  desde cuando haya cesado el deber de 
actuar. 
Así mismo, contará con un término adicional hasta de 
tres (3) años contados a partir de la procuraduría 
general de la nación 22 impugnación del fallo, para 
emitir y notificar la decisión que resuelva el recurso de 
reposición o apelación. Para las faltas señaladas en el 
artículo 53 de este Código…”67 
11. Artículo 154. “Contenido de la investigación 
disciplinaria. La decisión que ordena abrir 
investigación disciplinaria deberá contener: 
 1. La identidad del posible autor o autores. 
 2. La relación de pruebas cuya práctica se 
ordena. 
 3. La orden de incorporar a la actuación los 
antecedentes disciplinarios del investigado, una 
certificación de la entidad a la cual el servidor 
público esté o hubiere estado vinculado, una 
constancia sobre el sueldo devengado para la 
época de la realización de la conducta y su última 
11. Artículo 215. “Contenido de la investigación 
disciplinaria. La decisión que ordena abrir investigación 
disciplinaria deberá contener:  
1. La orden de vincular al presunto autor, siempre y 
cuando se cumplan los presupuestos del artículo 212 
de este código.  
2. Fundamentación sucinta sobre la existencia del 
hecho o la omisión que se investiga.  
3. La relación de pruebas cuya práctica se ordena.  
4. En los caso en los que se encuentre individualizado 
el presunto autor de la falta, la orden de incorporar a la 
actuación los antecedentes disciplinarios del 
                                            
64 Ley 734 de 2002. Título III, la extinción de la acción disciplinaria, capitulo primero, causales de extinción de la acción 
disciplinaria, Artículo 29. Causales de extinción de la acción disciplinaria. 
65 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo III la extinción de la acción y de la 
sanción disciplinaria, capitulo primero, la extinción de la acción  disciplinaria, Artículo 33. Causales de extinción de la 
acción disciplinaria. 2014 
66 Ley 734 de 2002. Título III, la extinción de la acción disciplinaria, capitulo segundo, prescripción de la  acción 
disciplinaria, Artículo 30. Términos de prescripción de la acción disciplinaria. 
67 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único .Titulo III la extinción de la acción y de la 






 4. La orden de informar y de comunicar esta 
decisión, de conformidad con lo señalado en este 
código.”68 
disciplinado, una certificación de la entidad a la cual el 
servidor público esté o hubiere estado vinculado, una 
constancia sobre el sueldo devengado para la época de 
la realización de la conducta y su última dirección 
conocida.  
5. La orden de informar y de comunicar esta decisión 
Aunque este artículo es muy parecido a los 
presupuestos que trae con ellos el art 154 del CDU en 
este artículo siempre aclara que debe llevar una orden 
donde diga a quien se vincula, por qué, que pruebas 
tienen etc.”69 
12. Artículo 156. “Término de la investigación 
disciplinaria. 
El término de la investigación disciplinaria será de 
seis meses, contados a partir de la decisión de 
apertura. 
En los procesos que se adelanten por las faltas 
descritas en el artículo 48, numerales 5, 6, 7, 8, 9, 
10 y 11 de este código, la investigación 
disciplinaria no se podrá exceder de doce meses. 
Este término podrá aumentarse hasta en una 
tercera parte, cuando en la misma actuación se 
investiguen varias faltas o a dos o más 
inculpados. 
Vencido el término de la investigación, el 
funcionario de conocimiento la evaluará y 
adoptará la decisión de cargos, si se reunieren 
los requisitos legales para ello o el archivo de las 
diligencias. 
Con todo si hicieren falta pruebas que puedan 
modificar la situación se prorrogará la 
investigación hasta por la mitad del término, 
vencido el cual, si no ha surgido prueba que 
permita formular cargos, se archivará 
definitivamente la actuación”70 
12. Artículo 213. “Término de la investigación.  
La investigación tendrá una duración de seis (6) meses, 
contados a partir de la decisión de apertura. 
Este término podrá aumentarse hasta en otro tanto, 
cuando en la misma actuación se investiguen varias 
faltas o a dos o más inculpados y culminará con el 
archivo definitivo o auto de citación a audiencia y 
formulación de cargos .vs el CDU el cual no habla de 
que sea más de un sujeto el que actúa, ni cita a una 
audiencia. 
Cuando se trate de investigaciones por infracción a los 
Derechos Humanos o al Derecho Internacional 
Humanitario, el término de investigación no podrá 
exceder de dieciocho (18) meses. Vs el CDU en donde 
no se contempla las infracciones contra DDHH o contra 
el DIH. 
Con todo, si hicieren falta pruebas que puedan 
modificar la situación, los términos previstos en los 
incisos anteriores, se prorrogarán hasta por tres (3) 
meses más. Vencido el cual, si no ha surgido prueba 
que permita formular cargos se archivará 
definitivamente la actuación.vs el CDU donde también 
se permite el archivo pero frente a los términos no 
especifica muy bien llevando así a una ambigüedad y 
con ella una libre interpretación”71 
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13. Artículo32. “Término de prescripción de la 
sanción disciplinaria: Está a diferencia de la 
prescripción de la acción prescribe (5) años 
después pero después de ejecutoriado el fallo 
mas no la acción. 
Cuando la sanción impuesta fuere la destitución e 
inhabilidad general o la suspensión e inhabilidad 
especial, una vez cumplidas se producirá la 
rehabilitación en forma automática, salvo lo 
dispuesto en la Carta Política”72 
13. Artículo 37. “Término de prescripción de la sanción 
disciplinaria: 
Está a diferencia de la prescripción de la acción 
prescribe (5) años después pero después de 
ejecutoriado el fallo mas no la acción. 
Cuando la sanción impuesta fuere la destitución e 
inhabilidad general o la suspensión e inhabilidad 
especial, una vez cumplidas se producirá la 
rehabilitación en forma automática, salvo lo dispuesto 
en la Carta Política”73 
14. Artículo 74. “Factores que determinan la 
competencia.: La competencia se determinará 
teniendo en cuenta la calidad del sujeto 
disciplinable, la naturaleza del hecho, el territorio 
donde se cometió la falta, el factor funcional y el 
de conexidad. En los casos en que resulte 
incompatible la aplicación de los factores 
territorial y funcional, para determinar la 
competencia, prevalecerá este último”74 
14. Artículo 92. “Factores que determinan la 
competencia. : La competencia se determinará teniendo 
en cuenta la calidad del sujeto disciplinable, la 
naturaleza del hecho, el territorio donde se cometió la 
falta, el factor funcional y el de conexidad. En los casos 
en que resulte incompatible la aplicación de los factores 
territorial y funcional, para determinar la competencia, 
prevalecerá este último”75 
15. Artículo 75. “Competencia por la calidad del 
sujeto disciplinable: saber quién es la entidad, 
órgano del Estado, administración o el que le 
correspondiese saber y llevar el caso”76 
15. Artículo 93. “Competencia por la calidad del sujeto 
disciplinable: saber quién es la entidad, órgano del 
Estado, administración o el que le correspondiese saber 
y llevar el caso”77 
16. articulo 34 numeral  32 “Implementar el 
Control Interno Disciplinario al más alto nivel 
jerárquico del organismo o entidad pública, 
asegurando su autonomía e independencia y el 
principio de segunda instancia, de acuerdo con 
las recomendaciones que para el efecto señale el 
Departamento Administrativo de la Función 
Pública, a más tardar para la fecha en que entre 
en vigencia el presente código, siempre y cuando 
existan los recursos presupuestales para el 
efecto”78 
16. Artículo 94. “Control disciplinario interno. Toda 
entidad u organismo del Estado, con excepción de las 
competencias de los Consejos Superior y Seccionales 
de la Judicatura, debe organizar una unidad u oficina 
del más alto nivel, cuya estructura jerárquica permita 
preservar la garantía de la doble instancia, encargada 
de conocer y fallar en primera instancia los procesos 
disciplinarios que se adelanten contra sus servidores. Si 
no fuere posible garantizar la segunda instancia por 
razones de estructura organizacional conocerá del 
asunto la Procuraduría General de la Nación de 
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acuerdo a sus competencias. 
En este artículo se encuentra como parte para 
determinar la competencia vs la ley 734 de 2002 el cual 
lo coloca como un deber del servidor público” 79 
17. Artículo 80. “El factor territorial: si es 
competente en materia disciplinaria el funcionario 
en donde se realizó la conducta, ya que si fue en 
varios lugares conocerá el funcionario primero 
hubiere iniciado la investigación.”80 
17. Artículo 98. “El factor territorial: si es competente en 
materia disciplinaria el funcionario en donde se realizó 
la conducta, ya que si fue en varios lugares conocerá el 
funcionario primero hubiere iniciado la investigación.”81 
18. Artículo 81. “Competencia por razón de la 
conexidad: cuando el servidor público quien esté 
siendo investigado haya presunción de que 
cometió varias faltas conexas, se da investigación 
y decisión en un solo proceso. 
Cuando varios servidores públicos de la misma 
entidad participen en la comisión de una falta o 
de varias que sean conexas, se investigarán y 
decidirán en el mismo proceso, por quien tenga la 
competencia para juzgar al de mayor jerarquía”82 
18. Artículo 99. “Competencia por razón de la 
conexidad: Este artículo es muy similar al que trae el 
Código Disciplinario Único en su artículo 81, pero en 
este proyecto con lleva algunos presupuestos como lo 
son: 
1. Que se adelanten contra el mismo disciplinado. 2. 
Que las conductas se hayan realizado en un mismo 
contexto de hechos o que sean de la misma naturaleza. 
3. Que no se haya proferido auto de cierre de 
investigación o que no se haya vencido el término de 
investigación. Cuando varios servidores públicos de la 
misma entidad participen en la comisión de una falta o 
de varias que sean conexas, se investigarán y decidirán 
en el mismo proceso, por quien tenga la competencia 
para juzgar al de mayor jerarquía. La acumulación 
podrá hacerse de oficio o a solicitud de los sujetos 
procesales. Si se niega, deberá hacerse exponiendo los 
motivos de la decisión contra la cual procede el recurso 
de reposición”83 
19. Artículo 83. “Competencias especiales.  
Tendrán competencias especiales: El proceso 
disciplinario que se adelante contra el Procurador 
General de la Nación, en única instancia y 
mediante el procedimiento ordinario previsto en 
este código, cuyo conocimiento será de 
competencia de la Sala Plena de la Corte 
Suprema de Justicia. En el evento en que el 
Procurador haya sido postulado por esa 
corporación, conocerá la Sala Plena del Consejo 
de Estado. La conducción del proceso estará a 
19. Artículo 102. “Competencia especial de la Sala 
Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación:  
 En este artículo a diferencia del CDU amplían lista para 
una competencia especial ya que en la ley 734 de 2002 
en su art 83 habla únicamente del proceso especial que 
se adelante contra el Procurador General de la Nación , 
mientras que en este proyecto la extiende a la sala 
disciplinaria para conocer de primera instancia vs el 
Código Disciplinaria Único que es en única instancia y 
solo para el procurador , no obstante este articulo 
aunque menciona más funcionarios no tiene en cuenta 
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cargo, de manera exclusiva y directa, del 
presidente de la respectiva corporación”84 
al PGN ya que como se verá más adelante lo 
mencionan en un artículo individual”85 
20. Artículo 76. “Control disciplinario interno. 
En este artículo busca preservar la garantía de la 
doble instancia en toda entidad del estado u 
organismo del estado, Si no fuere posible 
garantizar la segunda instancia por razones de 
estructura organizacional conocerá del asunto la 
Procuraduría General de la Nación de acuerdo a 
sus  competencias”86 
20. Artículo 103. “Competencia disciplinaria del 
Procurador General de la Nación. 
 En este artículo ya se habla explícitamente del el 
Procurador General de la Nación en donde el conocerá 
en segunda instancia de los procesos disciplinarios que 
se adelanten contra los servidores públicos enunciados 
en el artículo 102. 
A diferencia del artículo 76 de la ley 734 de 2002 , en 
este caso el PGN no es subsidiario sino es un control 
de segunda instancia directo contra servidores públicos 
mencionados en el art 102 de este proyecto , además 
toma en cuenta los servidores públicos electos 
popularmente”87 
21. Artículo 88. “Impedimento y recusación del 
Procurador General de la Nación: Si el 
Procurador General de la Nación se declara 
impedido o es recusado y acepta la causal, el 
Viceprocurador General de la Nación asumirá el 
conocimiento de la actuación disciplinaria”88 
21. Artículo 109. “Impedimento y recusación del 
Procurador General de la Nación: Si el Procurador 
General de la Nación se declara impedido o es 
recusado y acepta la causal, el Viceprocurador General 
de la Nación asumirá el conocimiento de la actuación 
disciplinaria. Si el Procurador General no acepta la 
causal de recusación, enviará de manera inmediata la 
actuación disciplinaria al despacho del Viceprocurador 
General de la Nación para que decida. Si declara 
infundada la causal devolverá la actuación al despacho 
del señor Procurador General. En caso contrario, 
asumirá su conocimiento. Como se puede observar en 
este artículo se adelanta a más supuestos dándole  así 
mismo una solución”89 
22. Artículo 42. “Clasificación de las faltas: luego 
de todo lo anterior se empieza hacer la 
clasificación de la falta ya sea en gravísimas, 
grave y leve”90 
22. Artículo 47. “Clasificación de las faltas: luego de 
todo lo anterior se empieza hacer la clasificación de la 
falta ya sea en gravísimas, grave y leve”91 
23. Artículo 43. “Criterios para determinar la 
gravedad o levedad de la falta: se empieza a 
determinar qué tan grave o leve fue la acción 
cometida según parámetros establecidos en el 
23. Artículo 48. “Criterios para determinar la gravedad o 
levedad de la falta: se empieza a determinar qué tan 
grave o leve fue la acción cometida según parámetros 
establecidos en el artículo mencionado.   
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artículo mencionado.  Además este artículo va de 
la mano con el artículo 48, 49 y 50 del Código 
Disciplinario Único”92 
Además este artículo va de la mano con los art 53 
(Faltas relacionadas con la infracción al derecho 
internacional de los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario.), art 54 (Faltas relacionadas 
con la libertad y otros derechos fundamentales.) art 55 
(Faltas relacionadas con la contratación pública)  art 56 
(Faltas relacionadas con el servicio o la función 
pública.) art 57 (Artículo 57. Faltas relacionadas con el 
régimen de incompatibilidades, inhabilidades, 
impedimentos y conflictos de intereses.) entre otras 
mencionadas en el libro II del proyecto de ley , ya que 
en el realiza la descripción de algunas faltas 
disciplinarias y si estas pueden ser conexas a la 
persona que está siendo investigada”93 
24. Artículo 47. “Criterios para la graduación de la 
sanción: A quien, con una o varias acciones u 
omisiones, infrinja varias disposiciones de la ley 
disciplinaria o varias veces la misma disposición, 
se le graduará la sanción de acuerdo con los 
criterios señalados en este artículo”94 
24. Artículo 52. “Concurso de faltas disciplinarias. A 
quien, con una o varias acciones u omisiones, infrinja 
varias disposiciones de la ley disciplinaria o varias 
veces la misma disposición, se le graduará la sanción 
de acuerdo con los criterios señalados en este artículo. 
La única diferencia es mientras el proyecto de ley que 
busca reformar el CDU típica la conducta de varias 
acciones u omisión en un artículo aparte, el CDU lo 
tipifica dentro del art 47 en los criterios para la 
graduación de la sanción.”95 
25. Artículo 90. “Facultades de los sujetos 
procesales. Los servidores que estén siendo 
investigados, tendrá el derecho de la defensa, así 
mismo pueden aportar todas las pruebas 
necesarias para comprobar su no culpabilidad, 
interponer recursos de ley etc”96 
25. Artículo 111. “Facultades de los sujetos procesales. 
Los servidores que estén siendo investigados, tendrá el 
derecho de la defensa, así mismo pueden aportar todas 
las pruebas necesarias para comprobar su no 
culpabilidad, interponer recursos de ley etc”97 
26. Artículo 89. “Sujetos procesales en la 
actuación disciplinaria:  
Podrán intervenir en la actuación disciplinaria, 
como sujetos procesales, el investigado y su 
defensor, el Ministerio Público, cuando la 
actuación se adelante en el Consejo Superior o 
Seccional de la Judicatura o en el Congreso de la 
República contra los funcionarios a que se refiere 
26. Artículo 110. “Sujetos procesales en la actuación 
disciplinaria:  
Podrán intervenir en la actuación disciplinaria, como 
sujetos procesales, el investigado y su defensor, el 
Ministerio Público, cuando la actuación se adelante en 
el Consejo Superior o Seccional de la Judicatura o en el 
Congreso de la República contra los funcionarios a que 
se refiere el artículo 174 de la Constitución Política. 
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el artículo 174 de la Constitución Política. 
 En ejercicio del poder de supe vigilancia 
administrativa y cuando no se ejerza el poder 
preferente por la Procuraduría General de la 
Nación, ésta podrá intervenir en calidad de sujeto 
procesal.”98 
Esta misma condición la ostentarán las víctimas de 
conductas violatorias de Derechos Humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario, así como de acoso 
laboral. En ejercicio del poder de supe vigilancia 
administrativa y cuando no se ejerza el poder 
preferente por la Procuraduría General de la Nación, 
ésta podrá intervenir en calidad de sujeto procesal”99 
27. Artículo 128. “Necesidad y carga de la 
prueba. 
 Toda decisión interlocutoria y el fallo disciplinario 
deben fundarse en pruebas legalmente 
producidas y aportadas al proceso por petición de 
cualquier sujeto procesal o en forma oficiosa. La 
carga de la prueba corresponde al Estado. En 
este artículo parece increíble que el estado sea el 
que tenga que aportar todas las pruebas, que no 
haya una carga dinámica de las pruebas, así 
mismo dificultando al estado para acabar con la 
corrupción de este país”100 
27. Artículo 148. “Necesidad y carga de la prueba. 
Toda decisión interlocutoria y el fallo disciplinario deben 
fundarse en pruebas legalmente producidas y 
aportadas al proceso por petición de cualquier sujeto 
procesal o en forma oficiosa. La carga de la prueba 
corresponde al Estado. En este artículo parece increíble 
que el estado sea el que tenga que aportar todas las 
pruebas , que no haya una carga dinámica de las 
pruebas, así mismo dificultando al estado para acabar 
con la corrupción de este país”101 
28.Artículo161 “Decisión de evaluación 
Cuando se haya recaudado prueba que permita 
la formulación de cargos, o vencido el término de 
la investigación, dentro de los quince días 
siguientes, el funcionario de conocimiento, 
mediante decisión motivada, evaluará el mérito 
de las pruebas recaudadas y formulará pliego de 
cargos contra el investigado u ordenará el archivo 
de la actuación, según corresponda, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 156, no 
obstante esto va conexo al artículo 163 de este 
código ya que describe cual es el contenido que 
debe llevar la decisión de los cargos 
imputados”102 
28. Artículo 221. “Decisión de evaluación:  
Una vez surtida la etapa prevista en el artículo anterior, 
el funcionario de conocimiento, mediante decisión 
motivada, evaluará el mérito de las pruebas recaudadas 
y formulará pliego de cargos y citará a audiencia al 
disciplinado o terminará la actuación y ordenará el 
archivo, según corresponda. 
No obstante el artículo 161 del CDU es más completo 
debido a que el habla sobre la formulación de los 
cargos, vencimiento de término”103 
29. Artículo 44. “Clases  de sanciones: Se 
observará las clases de sanciones 
existentes para así determinar la más 
adecuada ya que puede ser:  
Destitución e inhabilidad general, para las faltas 
gravísimas dolosas o realizadas con culpa 
gravísima. 
29. Artículo 49. “Clases y límites de las sanciones 
disciplinarias. El servidor público está sometido a las 
siguientes sanciones: 
Destitución e inhabilidad general de diez (10) a veinte 
(20) años para las faltas gravísimas dolosas. 
Destitución e inhabilidad general de tres (3) a diez (10) 
años para las faltas gravísimas realizadas con culpa 
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Suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad 
especial para las faltas graves dolosas o 
gravísimas culposas. 
Suspensión, para las faltas graves culposas 
Multa, para las faltas leves dolosas 
Amonestación escrita, para las faltas leves 
culposas”104 
gravísima. 
Suspensión en el ejercicio del cargo de tres (3) meses a 
dos (2) años e inhabilidad especial hasta por el mismo 
término para las faltas gravísimas realizadas con culpa 
grave. 
suspensión en el ejercicio del cargo de tres (3) a 
dieciocho (18) meses e inhabilidad especial hasta por el 
mismo término para las faltas graves dolosas. 
Suspensión en el ejercicio del cargo de uno (1) a doce 
(12) meses para las faltas graves culposas. 
Multa de veinte (20) a noventa (90) días de salario 
básico devengado para la época de los hechos para las 
faltas leves dolosas. 
Multa de cinco (5) a veinte (20) días de salario básico 
devengado para la época de los hechos para las faltas 
leves culposas. 
La inhabilidad será permanente cuando la falta afecte el 
patrimonio económico del Estado. 
Como se puede observar solo hay 3 de ellas que son 
igual al artículo 44 del CDU, en este proyecto aumentan 
las clases de sanción, además  describen mejor la 
sanción debido a que se impone una  duración para  
cada sanción, ya que eso no lo hace la ley 734 de 
2002”.105 
30. Artículo 46. “Límite de las sanciones.  
El que falla la decisión debe tener unos límites al 
momento de sanción ya que la inhabilidad 
general será de diez a veinte años; la inhabilidad 
especial no será inferior a treinta días ni superior 
a doce meses; pero cuando la falta afecte el 
patrimonio económico del Estado la inhabilidad 
será permanente”106 
30. Artículo 49. “Clases y límites de las sanciones 
disciplinarias. 
En este caso las clases y los limites están inmersos es 
un solo artículo ,diferente CDU que los separa en dos , 
aunque el artículo 46 de la ley 734 de 2002 ilustra unos 
parámetros para determinar las sancione aun así deja 
muchas cosas a discrecionalidad de la persona que 
está fallando , diferente a lo que hace este proyecto ya 
que es más concreto”107 
31. Artículo 47. “ Criterios para la graduación de 
la sanción: La cuantía de la multa y el término de 
duración de la suspensión e inhabilidad se fijarán 
de acuerdo con criterios señalados en este 
artículo”108 
31. Artículo 51. “Criterios para la graduación de la 
sanción: La cuantía de la multa y el término de duración 
de la suspensión e inhabilidad se fijarán de acuerdo con 
criterios señalados en este artículo además de que en 
el se fija algunos atenuantes para graduar la sanción 
                                            
104 Ley 734 de 2002.Título V, falta y sanciones, capítulo segundo, clasificación y límite de las sanciones .Artículo 44. 
Clases de sanciones. 
105 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título V faltas y sanciones disciplinarias, 
capitulo segundo, clasificación y límites de las sanciones disciplinarias. Artículo 49. Clases y límites de las sanciones 
disciplinarias. 2014. 
106 Ley 734 de 2002.Título V, falta y sanciones, capítulo segundo, clasificación y límite de las sanciones. Artículo 46. 
Límite de las sanciones. 
107 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título V faltas y sanciones disciplinarias, 
capitulo segundo, clasificación y límites de las sanciones disciplinarias. Artículo 49. Clases y límites de las sanciones 
disciplinarias. 2014. 
108  Ley 734 de 2002.Título V, falta y sanciones, capítulo segundo, clasificación y límite de las sanciones. Artículo 47. 




con más precisión. vs el código disciplinario único que 
no menciona atenuantes algunos”109 
32. Artículo 170. “Contenido del fallo. En este 
artículo aclara que debe contener el fallo como lo 
es la identidad del investigado, un resumen de los 
hechos, el análisis de las pruebas en que se 
basa, entre otros además aclara que este debe 
ser motivado.  
Este articulo va de la mano con cuatro más los 
cuales son : 
Artículo 142. Prueba para sancionar. No se podrá 
proferir fallo sancionatorio sin que obre en el 
proceso prueba que conduzca a la certeza sobre 
la existencia de la falta y de la responsabilidad 
del investigado 
Artículo 121. Corrección, aclaración y adición de 
los fallos. En los casos de error aritmético, o en el 
nombre o identidad del investigado, de la entidad 
o fuerza donde labora o laboraba, o en la 
denominación del cargo o función que ocupa u 
ocupaba, o de omisión sustancial en la parte 
resolutiva del fallo, este debe ser corregido, 
aclarado o adicionado, según el caso, de oficio o 
a petición de parte, por el mismo funcionario que 
lo profirió. El fallo corregido, aclarado, o 
adicionado, será notificado conforme a lo previsto 
en este código. Cuando no haya lugar a 
corrección, aclaración o adición se rechazará la 
petición mediante auto que no afectará la 
ejecutoria del fallo. 
Artículo 126. Requisitos para solicitar la 
revocatoria de los fallos. La solicitud de 
revocatoria se formulará dentro de los cinco años 
siguientes a la fecha de ejecutoria del fallo, 
mediante escrito que debe contener: 1. El nombre 
completo del investigado o de su defensor, con la 
indicación del documento de identidad y la 
dirección, que para efectos de la actuación se 
tendrá como única, salvo que oportunamente 
señalen una diferente. 2.La identificación del fallo 
cuya revocatoria se solicita. 3. La sustentación 
expresa de los motivos de inconformidad 
relacionados con la causal de revocatoria en que 
se fundamenta la solicitud. proyecto de ley nuevo 
código disciplinario único 67 La solicitud que no 
reúna los anteriores requisitos será inadmitida 
mediante decisión que se notificará 
32. Artículo 231. “Contenido del fallo. En este artículo 
aclara que debe contener el fallo como lo es la 
identidad del investigado, un resumen de los hechos, el 
análisis de las pruebas en que se basa, entre otros 
además aclara que este debe ser motivado. 
este articulo va de la mano con cuatro más los cuales 
son : 
Artículo 161. Prueba para sancionar. No se podrá 
proferir fallo sancionatorio sin que obre en el proceso 
prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia 
de la falta y de la responsabilidad del disciplinado. 
Artículo 141. Corrección, aclaración y adición de los 
fallos. En los casos de error aritmético, o en el nombre 
o identidad del investigado, de la entidad o fuerza 
donde labora o laboraba, o en la denominación del 
cargo o función que ocupa u ocupaba, o de omisión 
sustancial en la parte resolutiva del fallo, este debe ser 
corregido, aclarado o adicionado, según el caso, de 
oficio o a petición de parte, por el mismo funcionario 
que lo profirió. El fallo corregido, aclarado, o 
adicionado, será notificado conforme a lo previsto en 
este código. Cuando no haya lugar a corrección, 
aclaración o adición se rechazará la petición mediante 
auto que no afectará la ejecutoria del fallo. 
Artículo 146. Requisitos para solicitar la revocatoria de 
los fallos. La solicitud de revocatoria se formulará 
dentro de los cinco años siguientes a la fecha de 
ejecutoria del fallo, mediante escrito que debe contener: 
1. El nombre completo del investigado o de su 
defensor, con la indicación del documento de identidad 
y la dirección, que para efectos de la actuación se 
tendrá como única, salvo que oportunamente señalen 
una diferente. 2. La identificación del fallo cuya 
revocatoria se solicita. 3. La sustentación expresa de 
los motivos de inconformidad relacionados con la 
causal de revocatoria en que se fundamenta la 
solicitud. proyecto de ley nuevo código disciplinario 
único 67 La solicitud que no reúna los anteriores 
requisitos será inadmitida mediante decisión que se 
notificará personalmente al solicitante o a su defensor, 
quienes tendrán un término de cinco (5) días para 
corregirla o complementarla. Transcurrido este sin que 
el peticionario efectuare la corrección, será rechazada. 
Artículo 147. Efecto de la solicitud y del acto que la 
resuelve. Ni la petición de revocatoria de un fallo, ni la 
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personalmente al solicitante o a su defensor, 
quienes tendrán un término de cinco (5) días para 
corregirla o complementarla. Transcurrido este 
sin que el peticionario efectuare la corrección, 
será rechazada. 
Artículo 147. Efecto de la solicitud y del acto que 
la resuelve. Ni la petición de revocatoria de un 
fallo, ni la decisión que la resuelve revivirán los 
términos legales para el ejercicio de los medios 
de control en materia contencioso administrativa. 
Tampoco darán lugar a interponer recurso 
alguno, ni a la aplicación del silencio 
administrativo”110 
decisión que la resuelve revivirán los términos legales 
para el ejercicio de los medios de control en materia 
contencioso administrativa. Tampoco darán lugar a 
interponer recurso alguno, ni a la aplicación del silencio 
administrativo”111 
33. artículo37.  “Inhabilidades sobrevinientes.  
Las inhabilidades sobrevinientes se presentan 
cuando al quedar en firme la sanción de 
destitución e inhabilidad general o la de 
suspensión e inhabilidad especial o cuando se 
presente el hecho que las generan el sujeto 
disciplinable sancionado se encuentra ejerciendo 
cargo o función pública diferente de aquel o 
aquella en cuyo ejercicio cometió la falta objeto 
de la sanción”112 
33. Artículo42. “Inhabilidades sobrevinientes.  
Las inhabilidades sobrevinientes se presentan cuando 
al quedar en firme la sanción de destitución e 
inhabilidad general o la de suspensión e inhabilidad 
especial o cuando se presente el hecho que las 
generan el sujeto disciplinable sancionado se encuentra 
ejerciendo cargo o función pública diferente de aquel o 
aquella en cuyo ejercicio cometió la falta objeto de la 
sanción”113 
34. Artículo 125. “Revocatoria a solicitud del 
sancionado. 
La persona que haya sido sancionado podrá 
solicitar la revocación total o parcial del fallo 
sancionatorio, siempre y cuando no hubiere 
interpuesto contra el mismo los recursos 
ordinarios previstos en este código, esto va de la 
mano con el artículo 126 del presente código ya 
que en él se consagra los requisitos para solicitar 
la revocatoria de los fallos. Para finalizar es 
importante también tener en cuenta el art 171 del 
CDU ya que dice cuál es el trámite que se debe 
realizar en segunda instancia”114 
34. Artículo 145. “Revocatoria a solicitud del 
sancionado. 
 El sancionado podrá solicitar la revocación total o 
parcial del fallo sancionatorio, siempre y cuando no 
hubiere interpuesto contra el mismo los recursos 
ordinarios previstos en este código. La solicitud de 
revocatoria del acto sancionatorio es procedente aun 
cuando el sancionado haya acudido a la jurisdicción 
contencioso-administrativa, siempre y cuando no se 
hubiere proferido sentencia definitiva. Si se hubiere 
proferido, podrá solicitarse la revocatoria de la decisión 
por causa distinta a la que dio origen a la decisión 
jurisdiccional. La solicitud de revocación deberá 
decidirla el funcionario competente dentro de los tres 
meses siguientes a la fecha de su recibo. De no 
hacerlo, podrá ser recusado, caso en el cual la 
                                            
110 Ley 734 de 2002.Título IX, procedimiento ordinario, capítulo cuarto, descargos, pruebas, y fallo. Artículo 170. 
Contenido del fallo. 
111 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título IX procedimiento. capítulo tercero, 
instalación y adelantamiento de la audiencia. Artículo 231. Contenido del fallo. 2014. 
112 Ley 734 de 2002. título  iv derechos, deberes, prohibiciones, incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y 
conflicto de intereses del servidor público, capítulo cuarto, inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 
intereses. artículo37. Inhabilidades sobrevinientes. 
113 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título IV Derechos, deberes, prohibiciones, 
incompatibilidades, impedimentos, inhabilidades y conflictos de interés del servidor público capitulo cuarto inhabilidades, 
impedimentos, incompatibilidades y conflicto de intereses. Artículo42. Inhabilidades sobrevinientes. 2014. 
114 Ley 734 de 2002.Título V, la actuación procesal capítulo cuarto, revocatoria directa. Artículo 125. Revocatoria a 




actuación se remitirá inmediatamente al superior 
funcional o al funcionario competente para investigarlo 
por la Procuraduría General de la Nación, si no tuviere 
superior funcional, quien la resolverá en el término 
improrrogable de un mes designando a quien deba 
reemplazarlo. Cuando el recusado sea el Procurador 
General de la Nación, resolverá el Viceprocurador. 
Este articulo va de la mano con el artículo 146 de este 
proyecto de ley ya en este se menciona los requisitos 
para solicitar la revocatoria de los fallos”115 
35. Artículo123. “Competencia.  
Los fallos sancionatorios podrán ser revocados 
por el funcionario que los hubiere proferido o por 
su superior funcional. 
 Además el Procurador General de la 
Nación podrá revocar de oficio los 
fallos sancionatorio expedidos por cualquier 
funcionario de la Procuraduría, o asumir 
directamente el conocimiento de la petición de 
revocatoria, cuando lo considere necesario, caso 
en el cual proferirá el fallo sustitutivo 
correspondiente”116 
35. Artículo 143. “Competencia. Los fallos 
sancionatorios y autos de archivo podrán ser revocados 
por el funcionario que los hubiere proferido o por su 
superior funcional. 
Además el Procurador General de la Nación podrá 
revocar de oficio los fallos sancionatorio expedidos por 
cualquier funcionario de la Procuraduría, o asumir 
directamente el conocimiento de la petición de 
revocatoria, cuando lo considere necesario, caso en el 
cual proferirá el fallo sustitutivo correspondiente”117 
36. Artículo 18. “Proporcionalidad. 
Cabe resaltar que la decisión de la sanción 
disciplinaria debe estar bajo criterio de 
proporcionalidad es decir que la sanción 
impuesta corresponda a la gravedad de la falta 
cometida. Y  la graduación de la sanción debe 
aplicarse conforme a los  criterios señalados 
anteriormente y  que fija esta ley”118 
36. Artículo 7°. “Principios de la sanción disciplinaria. 
En este artículo habla de que la sanción deberá estar 
bajo el criterio de proporcionalidad y razonabilidad  vs el 
art 18 de CDU que aunque menciona que debe estar 
bajo criterios de proporcionalidad no menciona la 
razonabilidad. La sanción disciplinaria debe 
corresponder a la clasificación de la falta y a su 
graduación de acuerdo con los criterios que fija esta 
ley”119  
37. Artículo 213.   “Reintegro del 
suspendido Cuando la investigación haya 
terminado en fallo absolutorio, en decisión de 
archivo, terminación del proceso o cuando expire 
el termino de suspensión sin que se hubiere 
proferido fallo de primera o única instancia, la 
persona que haya sido suspendida 
provisionalmente tendrá derecho a su reintegro 
de su cargo o función además del reconocimiento 
37. Artículo 218. “Reintegro del suspendido 
Cuando la investigación haya terminado en fallo 
absolutorio, en decisión de archivo, terminación del 
proceso o cuando expire el termino de suspensión sin 
que se hubiere proferido fallo de primera o única 
instancia, la persona que haya sido suspendida 
provisionalmente tendrá derecho a su reintegro de su 
cargo o función además del reconocimiento y pago 
dejados de percibir durante su suspensión”121 
                                            
115 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título V la actuación procesal. Capitulo 
cuarto, revocatoria directa. Artículo  145. Revocatoria a solicitud del sancionado. 2014. 
116 Ley 734 de 2002. Título V, la actuación procesal capítulo cuarto, revocatoria directa. Artículo123. Competencia. 
117 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Título V la actuación procesal. Capitulo 
cuarto, revocatoria directa. Artículo 143. Competencia. 2014 
118 Ley 734 de 2002. libro I, parte general, Título I, principios rectores de la ley disciplinaria. Artículo 18. Proporcionalidad. 
119 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único. Libro I parte general, Título I, principios y 




y pago dejados de percibir durante su 
suspensión”120 
 
                                                                                                                                                                  
121 Proyecto de ley por el cual se adopta el nuevo código disciplinario único.  Título IX, procedimiento, capitulo segundo, 
contenido de la investigación disciplinaria. Artículo 218. Reintegro del suspendido.2014. 
120 Ley 734 de 2002.  Título XII del régimen de los funcionarios de la rama judicial. capitulo noveno, investigación 




Resulta trascendental mencionar que, dentro de la aplicación de este régimen 
disciplinado, deben predominar los principios comprendidos tanto en el código 
(Legalidad, debido proceso, inocencia, dignidad humana, igualdad, gratuidad, 
culpabilidad, favorabilidad, proporcionalidad, motivación), como en la constitución 
por su carácter de supremacía ante las demás normatividades.  
2.8 Análisis del CDU 
El CDU Fue creado a partir de la necesidad de legalidad para la sanción de faltas 
disciplinarias por parte de funcionarios públicos, a fin de contar con una ley clara, 
expresa y precisa. Este código es importante, puesto que sin él no sería factible en 
su totalidad la función disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, Pues 
esta es la herramienta que lo faculta para la llevar a cabo tal mandato. Múltiples de 
sus artículos han sido objeto de discusión en las cortes, por lo cual la gama de 
jurisprudencia a partir de su contendido es bastante amplia. 
No obstante el proyecto de ley al que se ha venido haciendo mención122, 
presentado ante el Senado el día 6 de agosto del año 2014, el cual DEROGA DE 
FORMA COMPLETA Y TOTAL la Ley 734 de 2002, y cuanta con 261 artículos en 
su totalidad. Tuvo el siguiente recorrido: Fue radicado y publicado el 6 de Agosto 
del 2014, se publicó la ponencia del primer debate el 29 de octubre del mismo 
año, se aprobó en primer debate el 25 de noviembre, el 10 de diciembre fue 
publicada la ponencia del segundo debate, se aprobó en segundo debate el 15 de 
diciembre, el 11 de mayo de 2015 fue publicada la ponencia de tercer debate, se 
aprobó en tercer debate el 27 de mayo, el día 9 de junio fue publicada la ponencia 
de cuarto debate, y el 11 de junio fue aprobada, el 12 de junio quedó en estado de 
conciliación, y el 17 de junio fue aprobada dicha conciliación en la cámara de 
Representantes, al igual que en el Senado. El 28 de julio obtuvo objeción parcial 
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por parte del ejecutivo, y el 4 de noviembre se dio informe legislativo a dichas 
objeciones por parte del ejecutivo. El 10 de noviembre fue aprobado el informe de 
objeciones, y una segunda vez el primero de diciembre. La Corte constitucional 
procedió haciendo pleno uso de sus facultades a realizarle revisión el día 1 de 
junio del 2016, se realizó la corrección del texto el día 25 de agosto, se aprobó la 
conciliación en Senado el 26 de octubre y, finalmente se realizó la aprobación de 
la conciliación en cámara el día 2 de noviembre. 
Resulta pertinente mencionar que falta la sanción presidencial, motivo por el cual, 
en el momento no se encuentra vigente, pues al llegar a manos del ejecutivo esta 
realizó la devolución del documento objetando inconstitucionalidad e 
inconveniencia; el Congreso desarrollo las debidas revisiones y pasó el proyecto 
de ley a revisión de la Corte Constitucional, la cual “determinó que eran 
infundadas la mayoría de estas objeciones, en cuanto no vulneran el principio de 
favorabilidad y encajan dentro del ámbito de configuración del legislador del 
régimen disciplinario para calificar la gravedad de las faltas […y] encontró fundada 
la objeción sustentada en la falta de proporcionalidad” 123. A los cuatro meses de 
haber sido sancionada se prevé que entrará en pleno rigor y vigencia. 
Para finalizar, el CDU desarrolla diversos principios primordiales, como lo son los 
de legalidad, debido proceso, inocencia, dignidad humana, igualdad, gratuidad, 
culpabilidad, favorabilidad, proporcionalidad, motivación, entre otros, primordiales 
para su aplicación y su plena legalidad al estar sujetos al marco normativo 
necesario por su índole.124 
                                            
123 Ésta afirmación se encuentra en la página web de la revista ámbito jurídico del 29 agosto de 
2016, que comenta la Sentencia C-284 de ese mismo año: REVISTA ÁMBITO JURÍDICO. 
¿Por qué no ha sido sancionado el nuevo Código Disciplinario? Página web de Ámbito Jurídico. 
[En línea] 29 de Agosto de 2016. [Citado el: 25 de Octubre de 2016.] 
https://www.ambitojuridico.com/node/14083. 
124 COLOMBIA, CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734. Op. Cit. Libro I, parte general, 




El código establece qué tan grave o menos lesiva es una falta, en pro del principio 
de proporcionalidad, y distingue a los particulares y notarios como las atribuciones 






3. Antecedente de la investigación  
Dentro de los antecedentes de investigación, deben resaltarse trabajos tanto a 
nivel nacional como internacional, así como algunas construcciones teóricas que 
serán de gran importancia conforme vaya desarrollándose el presente trabajo.  
Uno de los autores más representativos dentro del presente trabajo es 
Carbonell125, quien en sus textos se interesa por brindar una serie de herramientas 
hermenéuticas, necesarias para comprender de qué manera opera la defensa de 
los derechos fundamentales por medio de figuras interpretativas como el test de 
proporcionalidad. De la lectura de su obra, se deduce que el discurso sobre el 
principio de proporcionalidad no es compatible con postulados conservadores de 
limitación de los principios fundamentales; por el contrario, dentro del principio de 
proporcionalidad se despliega una técnica de interpretación cuyo objeto es tutelar 
derechos de forma plena expandiendo tanto como sea posible su ámbito de goce 
y sobre todo, intentando lograr que todos los derechos sean compatibles entre sí. 
En relación con otras posturas teóricas, Arroyo126 dentro de su propuesta plantea 
el uso de un instrumento de solución de antinomias que es la ponderación; 
teóricamente, el autor se sirve de planteamientos realizados por Robert Alexy, 
respecto a su explicación del principio de la ley de ponderación, la cual consiste en 
que “cuanto mayor es el grado de afectación –en el sentido de perjuicio o de falta 
de satisfacción– del principio desplazado, tanto mayor tiene que ser la importancia 
                                            
125 De éste autor se usaron en el presente trabajo: CARBONELL, Miguel. El principio de 
proporcionalidad en el derecho contemporáneo. Lima : Palestra editores, 2010 y el audiovisual 
titulado El test de proporcionalidad. Youtube. [En línea] 2012. 
https://www.youtube.com/watch?v=vKQs8u9qV-c. 
126 ARROYO, JIMÉNEZ, Luís. 2009. Ponderación, proporcionalidad y derecho administrativo. 




de la satisfacción del principio precedente”127. De igual manera, llama la atención 
la propuesta conceptual realizada por Barnés128, para quien el principio 
constitucional de proporcionalidad de las sanciones tiene el mismo nivel de los 
derechos fundamentales, además resulta ser una garantía a la arbitrariedad del 
Estado; por esta razón el principio de proporcionalidad equivale a un principio de 
prohibición de exceso, al tiempo que limita la acción del Estado no sólo en sus 
facultades funcionales sino en su naturaleza represiva y arbitraria. 
“El principio de proporcionalidad o «prohibición de exceso» se deriva de 
la noción material del Estado de Derecho y, en realidad, de la misma 
esencia de los derechos fundamentales, que son ante todo derechos de 
libertad, y tiene, por consecuencia, rango constitucional. 
Señaladamente, cualquier restricción de la esfera de libertad que se 
encuentra protegida por los derechos fundamentales habrá de respetar 
con todo escrúpulo el principio de proporcionalidad de los medios”129  
En otros estudios a nivel internacional, sobre el tema de la proporcionalidad; 
concretamente, en el caso de Rubio130 (RUBIO, 2011) se trata la sentencia 0045-
2004-PI-TC, a partir de la cual dentro de dicho ordenamiento jurídico se da 
espacio a la aplicación del test de proporcionalidad. El autor deja expuesto un 
procedimiento de aplicación del test  
“a) Determinación del tratamiento legislativo diferente: la intervención en 
la prohibición de discriminación. b) Determinación de la «intensidad» de 
la intervención en la igualdad. c) Determinación de la finalidad del 
tratamiento diferente (objetivo y fin). d) Examen de idoneidad. e) 
Examen de necesidad. f) Examen de proporcionalidad en sentido 
estricto o ponderación”131  
                                            
127 ALEXY, Robert; citado por ARROLLO. Op. Cit. p. 12. 
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130 RUBIO, CORREA, Marcial. 2011. El test de proporcionalidad en la jurisprudencia del tribunal 
constitucional peruano. Lima : Fondo editorial de la Universidad Católica del Perú, 2011 




En Colombia, el estudio de Camelo132, establece que debido a que la PGN no será 
eliminada del ordenamiento constitucional colombiano, se espera que a través de 
un Acto Legislativo ocurran varios cambios en la figura: Se modifique la forma de 
elegir al Procurador y su no reelección. Reformar lo atinente a la destitución de 
funcionarios elegidos por voto popular. La autora aborda el tema de los debates al 
interior del congreso en relación con el proyecto de equilibrio de poderes, 
señalando que espera surjan nuevas propuestas en cuanto a las funciones y 
competencias de los distintos órganos que conforman el Ministerio Publico para 
hacerlos más eficaces y ajustados a la realidad social del entorno social y jurídico. 
Camelo finaliza su trabajo abordando el tema de la asignación de funciones y 
competencias claramente definidas para cada uno de los organismos que integran 
el ministerio Público. Llama la atención su propuesta de reforma del control 
disciplinario a la PGN,  en lo nacional y en lo territorial a los Personeros 
Municipales y/o Distritales. 
Por último, abordando un tema no relacionado con el principio de 
proporcionalidad, pero si con la extralimitación de potestades sancionatorias hacia 
funcionarios de elección popular, Muñoz (MUÑOZ, 2014) el autor de la tesis 
plantea si “¿es violatoria de la Convención Americana de Derechos Humanos la 
destitución de funcionarios electos por voto popular?”133 Para contestar dicha 
pregunta se debe analizar si dicha facultad sancionadora otorgada a la 
Procuraduría General de la Nación, la cual puede destituir e inhabilitar para el 
ejercicio de las funciones públicas inclusive frente a los funcionarios electos por 
votación popular va en contravía de lo establecido en el artículo 23 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José) y determinar 
si se están vulnerando Derechos Políticos. 
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3.1 Metodología de la investigación  
Con la implementación de la metodología se permitió una indagación exhaustiva 
sobre cómo establecer un mecanismo ponderado en la aplicabilidad de la sanción, 
que limite la potestad sancionatoria de la procuraduría, teniendo en cuenta la 
proporcionalidad como principio rector, para demostrar que según la finalidad del 
CDU es necesario la aplicación del test de proporcionalidad , para constituir  
mecanismos de delimitación a la potestad disciplinaria de la Procuraduría General 
de la Nación, que no afecten la Soberanía Popular, sin desmedro del necesario 
Control Disciplinario que culmine en una aplicación proporcional de las medidas 
sancionatorias. Todo esto usando como medio una investigación cualitativa, que, a 
través de la encuesta como medio de recolección de la información, se pudo tener 
una luz frente al resultado obtenido en la indagación sobre el control 
Administrativo y las circunstancias de las medidas sancionatorias de la PGN que 
manifestaban un control político que se caracterizaba por la desproporcionalidad 
de las sanciones impuestas. 
Fueron consultados especialistas del Derecho administrativo para que diesen su 
opinión frente a los resultados obtenidos en los informes de gestión proferidos por 
la PGN donde se denotan las sanciones proferidas en contra de los servidores 
públicos de elección popular, proferidas por la procuraduría en un lapso de tiempo 
que abarca el año 2010 al año 2012. Ahora bien, si la proporcionalidad se 
entendió como aquella manifestación de la justicia con el objetivo de evitar la 
arbitrariedad y la irracionabilidad, elementos que revisten un carácter de 
discrecionalidad inaceptable en un Estado Social y Democrático de Derecho, se 
pudo llegar a implementar categorías como elementos que se analizaron respecto 
de la aplicación del test de proporcionalidad, y estas fueron; en primer lugar la 
aplicación de la sanción, entendida  ya no como el tipo de sanción aplicada al 
servidor público de elección popular bien sea inhabilidad general, inhabilidad 




consecuencia jurídica de la conducta que presuntamente cometió el servidor 
público. En segundo lugar la aplicación de instancia que se manejó a través de los 
indicadores de procesos que llegaron a segunda instancia, de única instancia y 
procesos que prescribieron. Y por último la relación del proceso disciplinario con 
procesos penales en donde se analizó cuantos procesos disciplinarios a 
servidores públicos de elección popular guardó incidencia en el ámbito penal, 
como producto de la falta disciplinaria 
3.2 Método Delphi  
La implementación de este método, permitió estructurar un proceso 
comunicacional, sin embargo, aunque algunos autores definen al método como un 
método de proyección; usualmente reconocen la necesidad de estructurar el 
proceso de comunicación grupal en orden de obtener resultados útiles para sus 
objetivos. Dentro del proceso investigativo, se logró hacer una indagación 
exhaustiva sobre cómo establecer un mecanismo ponderado en la aplicabilidad de 
la sanción, que limite la potestad sancionatoria de la procuraduría, teniendo en 
cuenta la proporcionalidad como principio rector, para demostrar que según la 
finalidad del CDU es necesario la aplicación del test de proporcionalidad , para 
constituir  mecanismos de delimitación a la potestad disciplinaria de la 
Procuraduría General de la Nación, que no afecten la Soberanía Popular, sin 
desmedro del necesario Control Disciplinario que culmine en una aplicación 
proporcional de las medidas sancionatorias. Todo esto usando como medio una 
investigación cualitativa, que, a través de la encuesta como medio de recolección 
de la información, se pudo tener una luz frente al resultado obtenido en la 
indagación sobre el control Administrativo y las circunstancias de las medidas 
sancionatorias de la PGN que manifestaban un control político que se 




La aplicación del método se hizo frente a expertos del Derecho administrativo, que 
expresaban punto de vista personal y profesional frente a la indagación que se les 
realizo con respecto al presente tema; ahora bien, hubo variantes frente a las tres 
rondas que se les hicieron, en donde se denotaron los puntos débiles de la 
legislación colombiana, en tanto que abría la posibilidad a una arbitrariedad por 
parte de la Procuraduría al dictar sentencia frente a procesos en los que se ven 
involucrados servidores público de elección popular, y más aún, en la graduación 
de la conducta que en sí, define consecuente pena. 
El dialogo investigativo se centró en la desproporcionalidad manifestada, desde la 
aplicación de las sanciones por parte de la Procuraduría General de la Nación, 
vistas desde el informe de gestión de  la  misma,  lo  que  ha manifestado  un alto  
número  de  servidores  públicos  de elección popular que han sido sometidos a 
sanciones desproporcionales.  
En el rastreo que se hizo a los cinco especialistas, quienes fueron: Walter Asprilla 
Cáceres, Cesar Augusto López, Daniel Rodrigo Tarquino, Diana Alexandra 
Gonzales y Sonia Esperanza García se lograron identificar puntos en común que 
ayudaron en la conclusión final al tema abarcado en el presente escrito; a 
continuación, se hace una relación de los resultados 
Cuando se encuentran situaciones como estas, la investigación arroja preguntas 
en infinidad de sentidos134, sin embargo la cuestión que se planteara es como 
establecer un mecanismo ponderado en la aplicabilidad de la sanción, que limite la 
potestad sancionatoria de la procuraduría, teniendo en cuenta la proporcionalidad 
como principio rector puesto que se denota cierta arbitrariedad respecto de la 
determinación de la gravedad de las faltas, ya que si bien se determina la sanción 
para cada tipo de falta, el CDU, no estipula  que conducta es considerada como 
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falta, esto como producto de que el constituyente estableció principios que en la 
aplicación del Derecho disciplinario se tornan ambiguos.  
Por tal motivo se pretenderá demostrar  que según la finalidad del CDU es 
necesario la aplicación del test de proporcionalidad , para constituir  mecanismos 
de delimitación a la potestad disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, 
que no afecten la Soberanía Popular, sin desmedro del necesario Control 
Disciplinario que culmine en una aplicación proporcional de las medidas 
sancionatorias, ya que si bien se ha mantenido la tendencia de la aplicación del 
principio de Proporcionalidad frente a las decisiones de carácter sancionatorio, 
puesto que debería ser normal que quien adopte dichas medidas realice un control 
previo con carácter preventivo de sus decisiones, aun mas cuando este es 
inherente al modelo adoptado por el constituyente, de su no aplicación resulta la 
vulneración de derechos fundamentales, o la afectación del principios como el  de 
legalidad. Sin embargo, la exclusión de este principio, resulta en que sea 
necesario acudir a la ponderación como posible solución a las tensiones entre 
principios, esto a través de la aplicación del Test de proporcionalidad en las 
medidas sancionatorias. 
Por otra parte, la desproporción de los fallos del procurador no constituiría un arma 
en contra del fenómeno de la corrupción, situación que se cumple cuando éstos se 
profieren de acuerdo a derecho, y por tanto se obedece al mandato constitucional 
que da vida a la potestad sancionatoria de la Procuraduría, sino en un caudal de 
procesos disciplinarios que obedecen a intereses subjetivos, práctica que, como 
puntualiza Forero135, puede incluso violar el principio de legalidad, y como se viene 
mostrando, genera tendencias macabras dentro del sistema democrático. 
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También, desde la óptica constitucional, como lo explica Duarte136, el límite entre 
la arbitrariedad y la actividad conforme a derecho, compromete el uso de 
instrumentos que aseguren la proporcionalidad en aquellos fallos en los que la 
potestad sancionatoria puede ser acusada de vulnerar derechos o de sustentarse 
sobre supuestos no racionales.  
Por lo tanto, a partir del caso fáctico analizado, logro determinarse en qué 
ocasiones la potestad sancionatoria de la figura del Procurador General de la 
Nación resulta desbordada, y sobre todo, si es posible establecer las 
características que deben incluirse en un mecanismo ponderado basado en la 
proporcionalidad como principio rector, que a un mismo tiempo cumpla las 
funciones de la potestad sancionatoria de la procuraduría, pero respetando la 
legítima voluntad democrática que exige un Estado Social de Derecho. 
3.3 Proporcionalidad sancionatoria 
3.3.1 Casos de desproporcionalidad  
Tal como lo explica Benítez 137, gran parte de las formas de abuso de poder dentro 
del ordenamiento jurídico colombiano ocurren en la rama administrativa y se 
presentan bajo la forma de actos discrecionales.  
El ejemplo a analizar, es el caso de la ex Senadora Piedad Córdoba, por la 
supuesta responsabilidad por delitos de lesa humanidad cometidos por las FARC, 
y presuntos vínculos con dicho grupo armado, hecho que la llevo a la destitución 
de su cargo y la sanción de la inhabilidad por 14 años. La sentencia C 125 del 
2003, que refiere:  
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“En cuanto al principio de proporcionalidad en materia sancionatoria 
administrativa, éste exige que tanto la falta descrita como la sanción 
correspondiente a la misma resulten adecuadas a los fines de la norma, 
esto es, a la realización de los principios que gobiernan la función 
pública. Respecto de la sanción administrativa, la proporcionalidad 
implica también que ella no resulte excesiva en rigidez frente a la 
gravedad de la conducta, ni tampoco carente de importancia frente a 
esa misma gravedad “138. 
Apreciando la línea jurisprudencial construida sobre el tema, la Corte Afirma: 
“En principio, la regla es que el legislador cuenta con un amplio margen 
de discrecionalidad a la hora de definir las conductas penalmente 
reprochables, lo cual, extendido por naturaleza al ámbito disciplinario, 
implica que la ley es autónoma en la regulación de las conductas 
disciplinariamente sancionables. No obstante, la supremacía del orden 
constitucional también exige que la definición de las conductas y la 
imposición de las sanciones correspondientes respeten los parámetros 
de proporcionalidad que impone el régimen superior, de suerte que 
aquella libertad configurativa no desborde ni en discriminación de los 
asociados ni en desconocimiento de los principios”139. 
No obstante, la potestad sancionadora de la PGN es discrecional y sus decisiones 
deben ser tomadas bajo un margen de proporcionalidad y razonabilidad; si se 
trasgrede este límite y solo se toman las decisiones bajo un margen de 
subjetividad por razones políticas e incluso personales se estaría incurriendo en 
arbitrariedad ya que se debe respetar lo establecido en la Carta Política y así 
como le dio ciertas potestades a la Procuraduría también ha establecido que hay 
unos derechos que no se pueden desconocer como el estipulado en el artículo 29 
"El debido proceso se aplicara a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas"140 
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Hay que agregar que en la sentencia SU 712 de 2013141, la Corte Constitucional 
no pudo realizar un análisis de proporcionalidad respecto a la sentencia que se 
estaba recurriendo, pues en dicha oportunidad la parte actora no solicito dicho 
pronunciamiento lo que delimito seriamente el fallo. Dicha providencia refiere: 
"Asimismo, en virtud de la facultad para delimitar el alcance de sus 
fallos y los ejes temáticos objeto de estudio, el análisis de la Corte 
estará circunscrito a los problemas jurídicos antes planteados, de 
manera que se abstendrá de examinar cualquier otro aspecto de orden 
sustantivo, probatorio o procesal relacionado con el trámite disciplinario, 
la validez de las pruebas recaudadas o la proporcionalidad de las 
sanciones impuestas a la peticionaria, que además de no haber sido 
propuestos han de ser debatidos al interior del proceso contencioso 
administrativo”142 
Otro ejemplo que puede encontrarse, en las cuatro investigaciones disciplinarias 
realizada a el Ex alcalde de Bogotá Gustavo Petro, en diciembre del año 2012 por 
la implementación del nuevo sistema de aseo el cual inició con problemas, y trajo 
como consecuencia su destitución e inhabilidad, no obstante, esto fue suspendido 
por medio de las medidas cautelares realizadas por el Consejo de Estado.  
“También se le ha investigado por modificación al Plan de 
Ordenamiento Territorial impuesta por decreto, por supuestas presiones 
indebidas al gerente del Fondo de Vigilancia y Seguridad (FVS) a fin de 
que la conducción de la línea de emergencias 123 se consagrara a la 
Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá”143 
A ésta investigación se une otra por no acatar recomendaciones jurídicas y 
técnicas relativas al incremento de tarifas del sistema de transporte Transmilenio. 
El señalamiento de los medios al respecto es muy diciente:  
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“Congresistas, alcaldes y gobernadores hacen parte de los 791 
funcionarios públicos destituidos desde 2004 hasta el 2013,  por la 
Procuraduría General de la Nación. 
Durante el periodo 2004-2008, Edgardo Maya Villazón, en ese entonces 
Procurador General de la Nación, destituyó a 460 funcionarios que 
fueron elegidos mediante voto popular, lo que equivale a un senador, 
dos representantes a la Cámara, 428 alcaldes y 29 gobernadores. 
Por su parte, en cinco años al frente de la Procuraduría, Alejandro 
Ordóñez, ha destituido a 331 funcionarios, lo que equivale a 9 
senadores, 3 representantes a la Cámara, 288 alcaldes y 31 
gobernadores. 
El 80 por ciento de los congresistas destituidos por Ordóñez 
corresponde a parapolíticos condenados por la Corte Suprema de 
Justicia -Álvaro García, Miguel de la Espriella, Eleonora Pineda, Rocío 
Arias, Luis Alberto Gil, Luis Eduardo Vives, Dieb Maloof, Alfonso 
Campo, Jorge Caballero-. 
Entre tanto, el 15 por ciento es de congresistas vinculados con el 
llamado 'cartel de la contratación' en Bogotá -Germán Olano e Iván 
Moreno- y el 5 por ciento restante por 'farcpolítica' -Piedad Córdoba-.”144  
Ante los datos mostrados, el hecho que la potestad sancionatoria del Procurador 
le permita juzgar a funcionarios de elección popular coexisten dos situaciones que 
deben aclararse, una de ellas tiene que ver con la exceso de sus funciones, y otra 
con la proporcionalidad de sus fallos: al ser excesiva  su función, la potestad del 
Procurador podría alterar el principio de soberanía de la nación que emana del 
artículo 4 de la Carta Política, y también contra el derecho constitucional de elegir 
y ser elegido, del artículo 40. 
La dosificación en la sanción impuesta por la PGN no está totalmente regulada, en 
el ordenamiento jurídico, permitiendo una gran inconsistencia de la norma. Por lo 
tanto, se estudiará La función de la sanción en concordancia con la tipificación de 
la conducta que pueden llevar a juicios subjetivos derivados de dicha 
discrecionalidad, ya sea por afectaciones políticas, o meramente personales, y con 
esto se abordar los dos casos mencionados anteriormente y como con el 
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desarrollo jurisprudencial de estos se ha intentado llegar a solucionar 
inconsistencias nacidas del derecho. 
3.4 Destitución de servidores públicos y soberanía popular  
El artículo 277 de la Constitución Política otorga al ministerio público las funciones 
de vigilancia, control y defensa de los derechos humanos, a su vez otorga la 
potestad de investigar a ciertos funcionarios públicos, ya que, si bien no especifica 
con exactitud que funcionarios son destinatarios de este poder preferente, el 
numeral sexto del mencionado artículo estipula que inclusive los de elección 
popular. El problema que se presenta no gira en torno  si es competencia o no de 
la Procuraduría tomar dichas decisiones, puesto que el verdadero problema se 
presenta en cómo está ejerciendo esta potestad preferente la procuraduría por 
motivos con carácter político, puesto que tiende a limitar el ejercicio de la función 
pública y peor aun desconociendo la manifestación popular. El problema comienza 
a tomar forma en el momento en que se trata de determinar la naturaleza de las 
faltas disciplinarias que generan destitución, tal como lo establece el artículo 48 
del CDU “las cuales establecen las faltas gravísimas, cuya sanción es la 
destitución e inhabilidad  general por las conductas dolosas o gravemente 
culposas, las cuales se constituyen cuando hay un incumplimiento al deber 
subjetivo del funcionario en particular, lo que implica una violación al deber 
funcional de los mismos”145. Ahora bien, lo que sucede es que ese deber no está 
tipificado en una norma, y para tipificar estas conductas es necesario aplicar la 
teoría del Numerus Apertus, la consistente en el amplio margen de 
discrecionalidad al momento de la aplicación de las sanciones disciplinarias. La 
norma no es precisa en cuanto a la consecuencia jurídica que opera frente a un 
determinado supuesto factico, que no es otra que el incumplimiento del deber 
funcional. A su vez se presenta una falta de delimitación a la competencia del 
                                            




ministerio público, en el ordenamiento, las faltas que se cometen si bien están en 
la norma, la tipificación de la gravedad de la conducta no es determinada 
objetivamente. Esto es entendible bajo el supuesto del dinamismo de la función 
administrativa, por cuanto se tornaría ineficaz un servicio público que no desarrolle 
de manera óptima las funciones para las cuales fue creado un determinado 
organismo, no obstante no se puede dejar de lado que es violatorio de los 
principios que inspira el ordenamiento jurídico, el empleo de  la discrecionalidad, 
sin dejar de lado que el deber funcional de ciertos servidores públicos no está 
contemplado en una sola norma, sino esta reglado en diversas disposiciones que 
dificultan la operación de silogismo, razón por la cual se permite la aplicación de 
los numerus apertus.  
Cuando el procurador toma alguna decisión no basada en los elementos 
materiales probatorios que se involucran en el proceso disciplinario, en la práctica 
ha tendido a operar con móviles de carácter subjetivo, precisamente porque el 
ordenamiento no ha determinado con precisión el incumplimiento a ese deber 
funcional. Ahora en clave de esos móviles de carácter subjetivo, se ha hecho una 
aplicación de control político, que claramente hay un exceso en las funciones 
asignadas a este ente de control.   
Además, hay que analizar la eficacia de las demás sanciones que prevé el 
ordenamiento, por cuanto se percibe que la más implementada es la destitución e 
inhabilidad, que en algunos casos resulta desproporcionada, con el agravante del 






3.5 Soberanía popular  
Por otra parte en la sentencia T 422 de 1992 en uno de sus apartes se reconoce 
que “el poder del juez deriva exclusivamente de la comunidad, y sola la conciencia 
jurídica de esta permite al juez pronunciarse sobre la irracionabilidad o no de la 
voluntad del legislador”146. En ese mismo entendido, puede deducirse que es la 
misma comunidad la que puede determinar si el alcance de una sanción en 
razonable o no, voluntad que es desconocida en los procesos disciplinarios de los 
funcionarios de elección popular, no solo al determinar si es o no culpable de una 
conducta sancionable, sino en la misma aplicación de una determinada sanción. 
3.6 Imposición de la sanción  
Se trata de una actividad que corresponde a algunas autoridades y funcionarios 
del orden administrativo, la cual se encuentra sujeta a los mandatos 
constitucionales y a las garantías del sistema democrático y los derechos 
ciudadanos. Como lo menciona el artículo 7, inciso segundo, del proyecto de CDU, 
aún en tránsito de aprobación por el legislador al momento de presentación del 
presente trabajo: “La imposición de la sanción disciplinaria deberá responder a los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad. La sanción disciplinaria debe 
corresponder a la clasificación de la falta y a su graduación de acuerdo con los 
criterios que fija esta ley.”147  
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3.7 Actuaciones discrecionales y esquemas de estimación constitucional 
Pese a que de manera directa el tema dista un poco del que se trata en el 
presente trabajo, Benítez148, en su trabajo sobre retiros a personal de la fuerza 
pública, sintetiza en cinco puntos los lineamientos de la línea constitucional en 
relación con actos administrativos discrecionales que ordenan retiro, señalando 
tres posiciones frente a un retiro motivado en una decisión discrecional, que desde 
2002 vienen siendo postulados por la Corte Constitucional:  
“En un acto administrativo discrecional que ordena el retiro, no es 
posible que la administración motive su decisión con una “explicación 
[que] comienza y termina, de manera circular, en la facultad 
discrecional”. En otros términos, afirmar que el retiro obedece a un acto 
discrecional, sin más, es inconstitucional. Con esta sentencia, la Corte 
precisa cuáles razones no son adecuadas para tomar una decisión 
amparada en facultades discrecionales. 
- Por otra parte, la Corte Constitucional garantiza el derecho de defensa 
cuando dispone que los informes reservados de seguridad que sirvieron 
de fundamento al retiro discrecional no pueden ser secretos o 
reservados para el afectado, es decir, la reserva de los informes no 
aplica para el afectado, en aras de garantizar el derecho de defensa. 
- Si bien es cierto que el retiro discrecional no implica una sanción 
disciplinaria, no es menos cierto que el debido proceso también aplica 
en el caso de los retiros discrecionales, así sea de forma distinta al 
debido proceso reglado que debe observarse en los casos de 
sanciones disciplinarias”149 
Por lo tanto, las garantías constitucionales que deben ser brindadas en los casos 
de tales retiros comprenden el hecho de otorgar al retirado el derecho a conocer 
los motivos del retiro, al tiempo que se exige un examen detallado de las 
condiciones y motivación de la orden de retiro como acto administrativo.  
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Por otra parte, tratando directamente el caso que compete al presente trabajo, 
desde el numeral 1 del presente trabajo se viene explicando que el ordenamiento 
legal colombiano no establece de forma clara la forma de determinar la magnitud 
de la falta cometida por el Funcionario Publico Electo Popularmente, aunque la 
modalidad de la falta sea dolosa o culposa, y la categoría de la misma sea leve 
grave o gravísima; se entenderá por lo tanto que, en orden a lo estimado por la 
Corte Constitucional, la estimación de la Infracción al deber funcional que 
relacionada a los respectivos elementos materiales probatorios, deberán servir 
como insumos para el juicio valorativo y fundamentación para la implementación 
de las respectivas sanciones 
Tampoco puede desconocerse que siempre la decisión y la sanción deben estar 
sometidos a los respectivos derechos fundamentales y garantías constitucionales, 
tales como el debido proceso. Se podría tomar entonces el pronunciamiento de la 
Corte Constitucional sobre los elementos que integran el proceso disciplinario 
cuando la valoración personal resulta adecuada para la correcta imposición de 
cualquier sanción que se llegare a establecer al funcionario público: 
“la valoración de las pruebas, de las circunstancias dentro de las cuales 
se realizó el hecho, de la personalidad y los antecedentes del servidor 
público investigado, del grado de ofensa al bien jurídico representado 
por la administración de justicia y, en general, del análisis elaborado por 
el juez respecto de la necesidad de disuadir al procesado y a los demás 
destinatarios de las normas, para que se abstengan de acometer el tipo 
de conductas reprochadas y, finalmente, sancionadas”150 
La sentencia C-125 de 2003151, a su vez determinó que si bien es cierto el poder 
legislativo está facultado con un margen de discrecionalidad, otros 
pronunciamientos de la corte también ha establecido que:  
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 “La restricción a los derechos constitucionales son "adecuados" para 
lograr el fin perseguido, segundo si son "necesarios", en el sentido de 
que no exista otro medio menos oneroso en términos de sacrificio de 
otros principios constitucionales para alcanzar el fin perseguido y, 
tercero, si son "proporcionados stricto sensu", esto es, que no se 
sacrifiquen valores y principios que tengan un mayor peso que el 
principio que se pretende satisfacer”152 (CORTE CONSTITUCIONAL, 
1996) 
Lo anterior abre la posibilidad de cuestionar si es posible que el margen 
discrecional de la procuraduría, esta actúe bajo los estrictos presupuestos del 
principio de proporcionalidad, agregando que hay que determinar si en ejercicio de 
esa potestad sancionatoria se ven vulnerados los derechos derivados del principio 
de soberanía popular.  
3.8 Proceso disciplinario autónomo e independiente  
Algunos ordenamientos jurídicos han establecido que la apertura del proceso 
disciplinario debe estar condicionada a la apertura del proceso penal, sin embargo, 
en el ordenamiento colombiano este supuesto no se presenta. La tendencia del 
derecho disciplinario como una rama autónoma del Derecho, ha venido tomando 
cada vez mayor acogida por cuanto su aplicación ha generado principios, y como 
tal ha tomado bastante fuerza desde el campo teórico. Según las fuentes 
consultadas este proceso entendido como prejudicial dad, puesto que los 
procesos son autónomos, el proceso disciplinario no debe subordinarse al proceso 
penal. Ejemplo de esto es cuando los procesos llevados de manera independiente 
generan resultados distintos, puesto que así lo ha permitido el legislador, como se 
ha visto en la práctica es posible que se presente absolución en un proceso penal, 
pero se declare responsabilidad en un proceso de carácter disciplinario. Ahora 
bien, es lógico que se den resultados distintos pues el sistema utilizado en ambos 
procesos es distinto. Frente a los procesos penales encontramos que la 
                                            
152 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-280. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez 




implementación del sistema acusatorio ha sido el garante de los derechos 
fundamentales de los individuos, sin embargo, en el proceso disciplinario no se ha 
adoptado dicho sistema, por cuanto es un modelo inquisitivo, es decir el ente 
llamado a la investigación de la responsabilidad del funcionario es el mismo que 
decide sobre la culpabilidad de este, lo que es manifiestamente contrario a los 
valores de justicia e igualdad. También desde esta perspectiva resulta contrario al 
principio de doble instancia, por cuanto que, si bien se permite la apelación de 
estas decisiones, el ad quem será un funcionario que está bajo las órdenes de 
quien emitió la decisión apelada, y que obviamente no tendrá ningún carácter de 
imparcialidad en la decisión de esa segunda instancia, lo que también infringe el 
principio de imparcialidad y de debido proceso.  
Si bien se ha expuesto que es necesaria la independencia del proceso 
disciplinario, no puede dejarse de lado la aplicación de los principios ya 
mencionados, ya que, en virtud del artículo cuarto de la Constitución, esta será 
aplicada de manera preferente a las demás normas. Hay que tener claro como se 
ha sostenido que la función pública debe ser controlada, pero esto no puede 
desconocer la necesidad del óptimo cumplimiento de los deberes funcionales de 
cada servidor, por tal motivo no puede ser irracional la aplicación de sanciones a 
los servidores públicos, y menos cuando estos han sido elegidos mediante voto 
popular. 
La irracionabilidad de una decisión administrativa se puede configurar por 
diferentes motivos, por ejemplo, cuando la Administración no respeta el principio 
de proporcionalidad, como sería en el caso de una sanción disciplinaria excesiva 
para la falta cometida por un agente público, o una multa exagerada con relación a 
la infracción. La mayoría de las normas sancionatorias establecen márgenes 
dentro de los cuales se puede mover la autoridad administrativa. Esos márgenes 
están dados para posibilitar la graduación de la sanción, pero no para que la 




administrativa debe respetarse el principio de proporcionalidad y para decidir, solo 
es posible hacerlo sobre la base de los presupuestos de hecho y a la luz de los 
dictados de la justicia y de la razón. 
En la aplicación del proceso disciplinario el margen de discrecionalidad de la 
autoridad administrativa no ha sido un criterio delimitado objetivamente, por tanto, 
la aplicación de la destitución, ha sido una medida que ha sido prioritaria de la 
sanción disciplinaria, ya que, a pesar de la existencia de otras medidas, se opta 
por esta y se excluyen el resto de las medidas sancionatorias 
Teniendo en cuenta que los funcionarios públicos se encuentran sometidos a la 
potestad disciplinaria del estado, la falta de delimitación de los parámetros previos 
y obligatorios a la destitución, y la ausencia de una investigación exhaustiva con el 
fin de determinar la responsabilidad del funcionario, se establezca la aplicabilidad 
de las demás sanciones como requisito previo para que se constituya como 






4. Proporcionalidad  
El concepto de proporcionalidad de las medidas sancionatorias, se concibe como 
aquella máxima de naturaleza constitucional que como lo menciona Sánchez Gil 
se asientan sobre “el ámbito o esfera de la persona humana responde a criterios 
de adecuación como coherencia, necesidad, equilibrio y beneficio entre el fin 
lícitamente perseguido y los bienes jurídicos potencialmente afectados de modo 
que sean compatibles con las normas constitucionales”153. 
4.1 Elementos a tener en cuenta en un test de proporcionalidad  
Si bien la tendencia es que en el ordenamiento de la sanción establecida para la 
destitución es de un mínimo de diez años de inhabilidad, se parte de una base 
muy alta puesto que no todas las faltas cometidas por los servidores públicos se 
encuentran en un mismo nivel de responsabilidad, por este motivo la tipificación de 
la sanción debería partir de un mínimo el cual podría ser un año y no de diez como 
sucede en la práctica, ya que en el marco de un Estado social y democrático de 
Derecho, la proporcionalidad consiste en dar a cada quien lo que le corresponda 
bajo la aplicación de la sanción correspondiente concordante a la magnitud de la 
falta que el servidor público de elección popular haya cometido, aunque la 
modalidad de la falta sea dolosa o culposa, y la categoría de la misma sea leve 
grave o gravísima se entenderá que se encuentra bajo un precepto de legalidad el 
cual la PGN no puede desconocer argumentando la aplicación de discrecionalidad 
que se le ha otorgado para la toma de sus decisiones . 
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Se puede concluir que lo que se busca no es quitarle facultades a la PGN si no 
que esta sea razonable en la toma de sus sanciones , es decir que lo haga 
conforme a la ley permitiendo una seguridad jurídica frente a los servidores 
públicos de elección popular ya que al limitárseles un derecho como el establecido 
en el artículo 40 de la Constitución Política sobre el derecho a elegir y ser elegido 
se debe tener claridad del porqué de esta limitación la cual se da cuando la 
sanción es la destitución e inhabilidad y no solo tomar la decisión sin una 
argumentación jurídica que fundamente la decisión, pero esto se dará siempre y 
cuando se aplique el debido proceso en donde se podrá determinar que el servidor 
público de elección popular realmente ha cometido la falta. 
Si se hace esta correcta aplicación del test de proporcionalidad se podrá aceptar 
la limitación de ciertos derechos siempre y cuando se tenga concordancia de que 
su limitación se da porque el servidor ha incurrido en una falta ya sea dolosa o 
culposa la cual fue probada. 
4.2 De la proporcionalidad al test de proporcionalidad  
Siguiendo a Duarte154, la proporcionalidad es una manifestación de la justicia, por 
tanto, su aplicación es imprescindible en la creación de un ordenamiento más 
justo, ya que en el marco de la sanción, la cual debe ser oportuna y efectiva, debe 
ser conforme a la gravedad de la falta. 
 “De otra parte, los medios escogidos por el legislador no sólo deben 
guardar proporcionalidad con los fines buscados por la norma, sino 
compartir su carácter de legitimidad. El principio de proporcionalidad 
busca que la medida no solo tenga un fundamento legal, sino que sea 
aplicada de tal manera que los intereses jurídicos de otras personas o 
grupos no se vean afectados, o que ello suceda en grado mínimo. De 
esta forma, la comunidad queda resguardada de los excesos o abusos 
                                            




de poder que podrían provenir del empleo indiscriminado de la facultad 
legislativa o de la discrecionalidad atribuida a la administración”155 
Realizando una lectura del anterior aparte de la jurisprudencia citada, se 
encuentra que, en clave de proporcionalidad, no es claro si una conducta 
sancionada con destitución e inhabilidad, puede llegar a vulnerar los intereses 
legítimos de aquellos que a través de un ejercicio democrático, en este caso el 
voto popular, han puesto en un cargo a determinado funcionario o funcionaria. 
Siguiendo el análisis de derecho comparado del ordenamiento español realizado 
por Forero156, éste autor encuentra que en esa legislación se prohíbe de manera 
expresa toda forma de arbitrariedad en los poderes públicos, razón por la cual éste 
principio irradia a toda la figura del control disciplinario en ese país. “En este 
contexto adquieren su máxima importancia la categoría de los derechos 
fundamentales, verbigracia, el debido proceso como límite y control ante la 
extralimitación en ejercicio de la función disciplinaria”157. Igualmente, figuras como 
el test de proporcionalidad fueron construidos en ésta nación, para garantizar el 
cumplimiento de mandatos constitucionales y garantías como el que reside en el 
principio de legalidad. 
Para Coviello158 la proporcionalidad guarda una estrecha relación con la 
razonabilidad, en tanto es necesario exista relevancia en el momento de tomar 
una decisión, pero teniendo claro un procedimiento previo. Claramente se observa 
que la proporcionalidad en las decisiones administrativas que crean obligaciones, 
califican infracciones, imponen sanciones o establecen restricciones, exige a las 
instituciones con potestad sancionatoria de limitarse a los principios imperantes 
dentro de la facultad atribuida y manteniendo la debida proporción entre los 
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medios a emplear y los fines públicos que deben tutelar. Coviello señala tres tipos 
de examen dentro de un test de proporcionalidad: 
“(i) la razonabilidad normativa, en cuanto las normas legales deben 
mantener coherencia con las constitucionales; (ii) la razonabilidad 
técnica, que postula una apropiada adecuación entre los fines 
postulados por la ley y los medios para lograrlos; y (iii) la razonabilidad 
axiológica, que apunta a la cuota básica de justicia intrínseca de las 
normas”159 
 
4.3 Proporcionalidad como prohibición de exceso  
Desea acogerse la propuesta planteada por Barnés160, para quien como se explicó 
en el numeral 4.1.2, la proporcionalidad es sinónimo de prohibición de exceso, 
dado que dentro del presente trabajo se ha diferenciado entre extralimitaciones en 
funciones y problemas de racionalidad de fallos. Al encontrar la obra de Barnés, 
tanto la función sancionatoria, como el ejercicio de ponderación que se está 
planteando dentro del presente trabajo, corresponden con una característica 
fundamental de la idea de control de poderes, la cual según Bobbio reside de 
forma general en una forma de límite al poder del estado, que reside tanto en “a) 
los límites de los poderes, b) y de las funciones del Estado”161. Es así como para 
los dos autores citados, la proporcionalidad constituye una garantía a la 
arbitrariedad del Estado. Toda vez que se aplique el principio de proporcionalidad, 
se debe tener en cuenta éste origen, más que una posición dentro de una postura 
o ideología, la cual puede hacer que la decisión se acerque más a la injusticia o el 
fracaso.    
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4.4 Necesidad de una ponderación dentro de la sanción  
Como afirma Arroyo162, la decisión administrativa requiere de algo más que una 
simple valoración. Para éste autor, es necesario ponderar, categoría que implica 
“tomar en consideración simultáneamente exigencias que presionan en sentidos 
opuestos. Ponderar equivale aquí a sopesar o valorar criterios que demandan 
acciones diferentes, a medir el peso de razones opuestas”163 
4.5 Test de proporcionalidad en los casos expuestos  
Según el Doctor Jorge Ricardo Palomares García para llevar a cabo el Test de 
Proporcionalidad hay que seguir los siguientes pasos: 
1. Fin legitimo: En este se observa que no puede existir hoy en día una ley 
que no tenga en su fundamento el cumplimiento de un fin. En otras 
palabras, siempre que se inicie un proceso legislativo, el legislador tendrá 
que decir que se espera con él. 
 
1.1 fin legitimo inmediato: Este subpaso es el factico y se realiza a través de 
la siguiente pregunta ¿qué situación esperamos, regular o corregir?  
1.2 Fin legitimo mediato: Es aquel normativo, y no es otro que el bien 
jurídico se pueda garantizar con la norma. 
 
2. Idoneidad: Se realiza a través de la siguiente pregunta ¿si la medida 
elegida por el legislador, permite la realización del fin legitimo? 
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3. Necesidad: Se hace un examen rigoroso por parte del juez constitucional 
con base ¿si la medida adoptada para el legislador es la más efectiva y al 
mismo tiempo la menos lesiva? 
 
4. Proporcionalidad en sentido estricto: “conforme al principio de 
proporcionalidad en sentido estricto , la importancia de la intervención en el 
Derecho Fundamental debe estar justificada por la importancia de la 
realización del fin perseguido por la intervención legislativa ”.164 Esta 
definición se trata de la intervención legislativa en el derecho fundamental 
deben compensar los sacrificios que esta implica para sus titulares y para la 
sociedad en generan, en otras palabra como lo diría el Doctor Palomares 
no es otro que el Test de Ponderación. 
 
Teniendo como base lo anterior y con ayuda del libro sobre la proporcionalidad y 
los derechos fundamentales de Carlos Bernal Pulido se realizará el test de 
proporcionalidad con los casos Piedad córdoba y Gustavo Petro. 
1. Fin legitimo: En la exposición de los motivos observados en la gaceta del 
congreso 291, del 27 de julio del año 2000, se encuentra la narración histórica de 
la ley 734 del 2002, seguidamente se encuentra los aspectos principales de la 
reforma como lo son la naturaleza del derecho disciplinario, el carácter garantista 
de la ley disciplinaria, El poder preferente y las demás manifestaciones de la 
potestad disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, entre otra. Pero no 
mencionan su fin como si lo hace otras leyes, dado a que no se especifica cuál es 
su fin se puede interpretar que busca armoniza la legislación disciplinaria y la dota 
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de una estructura lógica que garantiza a sus destinatarios la seguridad jurídica que 
se deriva de interpretaciones inspiradas en criterios uniformes y coherentes. 
Dado que la acción disciplinaria con la excepción de la Procuraduría General de la 
Nación no está en manos de funcionarios especializados y en ocasiones está 
incluso a cargo de personas sin formación jurídica, el legislador debe simplificar la 
interpretación mediante normas de fácil compresión y aplicación donde la ley 734 
de 2002 pretende regular la acción disciplinaria en forma detallada, comprensible 
y, si se quiere didáctica y pormenorizada en cuanto a faltas, sanciones, derechos, 
deberes, prohibiciones y trámites, para reducir la imprecisión que afecta a los 
funcionarios encargados de su aplicación. 
Por otra parte Carlos Bernal Pulido nos ilustra diciendo que para que exista una 
intervención legislativa en un derecho fundamental es necesario que la ley afecte 
una norma o una posición que pueda prima facie . Definiendo lo anterior es aquel 
presupuesto de la aplicación del principio de proporcionalidad, en donde consiste 
en la adscripción prima facie a una de las disposiciones tipificadas en la 
constitución, de la norma o posición que resulta afectada por la ley objeto del 
control de constitucionalidad. 
En este caso la ley afecta dos derechos fundamentales los cuales son el derecho 
a ser elegido y elegir consagrado en el artículo 40, numeral 1 y el debido proceso, 
articulo 29 de la constitución política de Colombia. Estos derechos, aunque a 
primera vista puede que estén regulados por el CDU, ya que hay un debido 
proceso, en la realidad no están siendo aplicados debido que la única medida 
tomada es la inhabilidad y destitución a los servidores públicos aun electos 
popularmente, y tampoco se respeta el derecho de elegir y ser elegido, ya que, al 
no cumplir el primer derecho vulnerado, directamente se viola el segundo derecho. 
1.1 fin legitimo inmediato: con base en la pregunta plantada ¿qué situación 




espera regular la forma como se sanciona a los servidores públicos electos 
popularmente, ya que, a falta de una debida regulación de la sanción a servidores 
públicos elegidos popularmente, no solo se afecta a la persona sino también 
afecta la soberanía y confianza que emana el pueblo en aquella persona elegida 
democráticamente  
1.2  fin legitimo mediato: con el Test de proporcionalidad se busca que se garantice el 
bien jurídico en cada caso en concreto. 
2. Idoneidad: con base en la pregunta planteada anteriormente ¿si la medida 
elegida por el legislador, permite la realización del fin legitimo? Para responder a 
la anterior pregunta Bernal pulido le pone como nombre a este paso el 
subprincipio de adecuación el cual impone dos exigencias para la intervención en 
los derechos fundamentales: primeramente, que tenga un fin constitucional 
legítimo, en los casos observados se nota esta primera premisa ya que, al ser 
servidores públicos electos popularmente, y al recae la soberanía exclusivamente 
en el pueblo, se cumple la primera exigencia. Seguidamente se observa “la 
idoneidad que no es otra que la capacidad que tiene el medio escogido por el 
parlamento para fomentar su finalidad” la cual concuerda con la primera exigencia 
ya que estas van de la mano.  
Con base en lo anterior se llega a responder la pregunta, dando como respuesta 
que la medida del Test de proporcionalidad si permite la realización del fin legitimo 
observado en el primer paso. 
 
3. Necesidad: Se hace un examen rigoroso por parte del juez constitucional con 
base ¿si la medida adoptada para el legislador es la más efectiva y al mismo 
tiempo la menos lesiva? Hay que resaltar que el CDU toma como principio rector 
la proporcionalidad , donde  poner fin a las inequidades que permite la legislación 
actual, debido, entre otros aspectos, al escaso número de conductas que dan 
lugar a destitución, y para garantizar que las sanciones disciplinarias 




un principio rector, que debe ser tenido en cuenta tanto al momento de escoger la 
sanción como al de fijar su término o monto, según sea el caso. 
El principio de proporcionalidad opera en dos sentidos: no sólo busca evitar que 
las conductas más graves se sancionen de manera irrisoria sino también que las 
faltas leves se sancionen en forma demasiado severa. En este orden de ideas, el 
proyecto establece expresamente la sanción que corresponde a cada clase de 
falta, según ésta sea gravísima, grave o leve y se cometa con dolo o culpa. 
Por lo expuesto anteriormente se puede afirmar que es necesario llevar a cabo el 
Test de Proporcionalidad a los servidores públicos electos popularmente, ya que 
cada caso es diferente y lo que se busca es establecer un nexo entre el principio 
de proporcionalidad en contra de la arbitrariedad como se observa en los casos 
expuestos sobre piedad córdoba y Gustavo petro. 
4.6 Test de ponderación según los casos expuestos  
Según el doctor Jorge Ricardo Palomares García el método de ponderación parte 
de tres supuestos  
1. Los Derechos Fundamentales no son de orden lexicográfico; no son 
jerarquizados, por lo tanto, los Derechos Fundamentales son 
interdependientes, desprendiéndose un derecho de otro, concluyendo de 
esta forma que no hay un derecho por encima de otro. 
2. Toda tarea o acción estatal está encaminada a la garantía de un Derecho 
Fundamental o al cumplimiento de una tarea esencial del Estado, sin 
embargo, dicha acción implicara la restricción de otro Derecho 
Fundamental. 
3. La decisión que tome un juez ante el conflicto entre dos Derechos 




Estado no pueden llevar a una universalización, sino por el contrario debe 
llevar una prevalencia en situaciones particulares. 
No obstante, para Robert Alexy y Bernal Pulido la ponderación debe contener una 
estructura basada en tres elementos. 
1. La ley de la ponderación: Esta es la síntesis de los tres supuestos 
mencionados anteriormente por el doctor palomares. 
Cual mayor sea el grado de restricción o no satisfacción de un Derecho 
Fundamental, mayor deberá ser la necesidad de protección o satisfacción de otro 
Derecho Fundamental o de una tarea esencial del Estado. 
2. La fórmula del peso: Transcribir conforme a las normas y reglas 
matemáticas  
3. Las cargas de argumentación: la restricción o la arbitrariedad se encuentra 
en la carga argumentativa, basada en la interpretación del juez donde no 
puede crear mayor tensión, debe conllevar a una armonización, así mismo 
la asignación de pesos no puede desconocer otros mandatos 
constitucionales, finalizando con una coherencia sin desconocer reglas, 
subreglas, principios, precedentes entre otros. 
Seguidamente se va a tener en cuenta una mediación la cual se basa de la 
siguiente manera  
 Grave:  Asignándole un valor de 4 
 Intermedio: Asignándole un valor de 2 
 Leve: Asignándole un valor de 1 
La anterior graduación será destinada al peso en concreto, el cual es del caso en 




otro que la importancia de cada derecho en la legislación colombiana, además del 
rol y valor que juega en la sociedad ese derecho  
Además, se tendrá también una apreciación empírica la cual se llevará de la 
siguiente manera 
 Cierto: Con un valor de 4, debido a que en verdad se restringe o se protege 
ese Derecho Fundamental que se está teniendo en cuenta. 
 Plausible: Con un valor de 2, en cierta medida se garantiza, pero no en su 
totalidad  
 Evidentemente no falso: Debido que no hay una certeza de tal Derecho  
La anterior se basa con los hechos certeros en el caso concreto o el hipotético 
caso  
Para finalizar se realizará el test de ponderación con los casos expuestos 
anteriormente de la señora Piedad Córdoba y Gustavo Petro con base en la 
estructura anteriormente expuesta. 
 
1. LEY DE PONDERACIÓN: En este primer paso se va a tener en cuenta los 
pesos abstractos y los pesos concretos, además de los tres supuestos 
planteados por el doctor Ricardo Palomares  
 
2.  FORMULA DEL PESO: se va transcribir la fórmula matemática dándoles 















Gi= peso abstracto del Derecho Fundamental restringido.  
GJ= peso abstracto del Derecho Fundamental protegido.  
Ii= Peso concreto del Derecho Fundamental restringido.  
IJ=peso concreto del Derecho fundamental protegido.  
Si=seguridad apreciación empírica Derecho Fundamental restringido.  






















Todo esto se va a multiplicar, y nos va arrojar un resultado del cual vamos a dividir 
con el Derecho. Para saber qué Derecho sobre pesa más que el otro, por lo que la 
fórmula de arriba sería el primer Derecho y la fórmula de abajo es el segundo 
principio que vamos a tomar depende el resultado que nos arroje y así sabremos 
qué principio sacrificar o satisfacer. 
En el anterior caso como se observa el Derecho que sobresale es el del artículo 
40, numeral 1 que es aquel el de elegir y ser elegido; y por lo tanto es el que se 
tiene que satisfacer. 
 
3. CARGA ARGUMENTATIVA: La carga argumentativa debe ser basada con 
argumentos sólidos, estables y sobre todo racionales, sin desconocer 
principios constitucionales, reglas, Derechos etc. En este caso se observará 
como se va argumentar el valor que se le asignó a cada derecho y los 
argumentos de ¿Por qué? Se tiene que prevalecer un derecho sobre otro, y 
así el otro derecho ser restringido. 







40 numeral 1 (1. Elegir y 
ser elegido.) 
D.F PROTEGIDO =art 







Gi= (4) = Se le asignó uno de los valores más altos con base en la escala de 
grave, intermedio y leve. En esta se realiza la pregunta ¿Qué tan grave seria 
eliminar este derecho de la constitución?, lo cual la respuesta a la anterior 
pregunta es que sin ese Derecho se entraría a vulnerar otros Derechos como son 
el Derecho al voto, debido a que si no se puede elegir a una persona que 
represente los derechos de más ciudadanos, no tendría sentido el Derecho al 
voto, tampoco tendría la esencia de la participación ciudadana y toda la historia 
que está detrás del Derecho al voto , el Derecho a ser elegido , la participación 
ciudadana etc. seria en vano toda la lucha que hicieron los antepasados para 
respaldar este Derecho. 
Ii=(4)= Este valor se determinar  con base en el rol que juega este Derecho en la 
sociedad , en el caso concreto siendo un tema de cosmovisión  ,así mismo 
determinándolo en un grado de grave , intermedio y leve como se había explicado 
anteriormente . 
Este Derecho que no solo afecta a la persona destituida sino también a las 
personas que confiaron en aquel servidor público, y lo eligieron para representar 
sus intereses y derechos. No obstante, podría alterar el principio de soberanía de 
la nación que emana del artículo 3 de la Carta Política, y también contra el 
derecho constitucional ya mencionado que es el de elegir y ser elegido, del 
artículo 40 . 
Para finalizar hay que agregar que la consecuencia que han tenido dichas 
decisiones se ha visto manifestada en las opiniones del pueblo, quienes en 
algunos casos han generado protestas y marchas pues sienten que sus derechos 
a la elección de sus representantes se ven vulnerados por un órgano que no es 
escogido directamente por ellos. No obstante que estos funcionarios han sido 
retirados de sus cargos, la imposibilidad de ejercer funciones públicas durante el 
periodo de su inhabilidad permite concluir que esto es una grave afectación al 




poder político, en lo atinente a elegir y ser elegido, derecho fundamental 
consagrado en el artículo 40 de la Constitución Política de Colombia. 
Si= (2) =Esto se basa en la apreciación de hechos certeros en el caso hipotético 
que es el de piedad Córdoba y Gustavo Petro, en una escala de cierto, plausible y 
evidentemente no falso, teniendo como base la certeza de los hechos ocurridos 
con las personas anteriormente nombradas. 
En este caso se le asigna un valor de dos debido que se garantiza un proceso, 
pero no en su totalidad un buen proceso debido que en la Constitución Política de 
Colombia se establecen los mecanismos de participación ciudadana los cuales se 
fundamentan para poder revocar a aquellos servidores públicos de elección 
popular, concluyendo así que si es el pueblo es quien les da tal autoridad para 
representarlos, es el mismo pueblo el que los debería revocar y no una entidad 
como es la PGN. 
Debido proceso  
GJ=(4)= Se le asignó uno de los valores más altos con base en la escala de grave, 
intermedio y leve. En esta se realiza la pregunta ¿Qué tan grave seria eliminar 
este derecho de la constitución?, La Corte Constitucional ha manifestado que el 
debido proceso comprende: El derecho a la jurisdicción, que a su vez implica los 
derechos al libre e igualitario acceso ante los jueces y autoridades administrativas, 
a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones ante autoridades de 
jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en el fallo. Por lo anteriormente 
dicho se responde a la pregunta planteada inicialmente observado que este 
derecho es tan importante como otros y el no tenerlo en cuenta perjudica otros 
Derechos. 
IJ= (4)  = Este valor se determinar  con base en el rol que juega este Derecho en 




determinándolo en un grado de grave , intermedio y leve como se había explicado 
anteriormente. 
En la sociedad este derecho es fundamental ya que todo se tiene que basar en un 
proceso no solo en la rama del Derecho, también en otras ramas como son las 
ingenieras, la medicina, la psicología, entre otras. La palabra proceso proviene del 
del latín processus, a su vez de pro, "adelante", y cere, "caer, caminar") es decir, 
caminar adelante, eso quiere decir que si no se realiza un buen proceso, no se 
puede continuar adelante con aquel , y que si el proceso está mal encaminado , 
así mismo el resultado estará mal . 
En el caso en concreto observamos   los resultados arrojados por la investigación, 
se encuentra que hay una preponderancia de aquellos expertos que opinan que 
las sanciones aplicables a los servidores públicos de elección popular, en los 
casos en que se les sancione por faltas  relacionadas  con  el cargo que  ejercen,  
no  debe  ser  estrictamente  la destitución e inhabilidad para ejercer cargos 
públicos, sin embargo se encuentra que hay otros que manifiestan lo contrario, es 
decir solo sería predicables en materia disciplinaria  la  destitución  y  la  
inhabilidad,  lo que  permite  observar  que la mayoría, está en desacuerdo con las 
sanciones que se prevén en materia disciplinaria, lo que da vestigios de la 
inconformidad frente a las sanciones y su desproporcionalidad, esto último 
sustentando bajo el resultado arrojado frente a la limitación de la potestad 
disciplinaria discrecional del procurador.  
Ahora bien, la aplicación de una segunda instancia en materia disciplinaria fue 
cuestionada por los especialistas por cuanto no se garantiza de manera real y 
efectiva el cumplimiento del derecho al debido proceso, lo que indica que no hay 
duda con respecto a implementas este principio en materia disciplinaria. Esto, que 





Para finalizar Algunos ordenamientos jurídicos han establecido que la apertura del 
proceso disciplinario debe estar condicionada a la apertura del proceso penal, sin 
embargo, en el ordenamiento colombiano este supuesto no se presenta. La 
tendencia del derecho disciplinario como una rama autónoma del Derecho, ha 
venido tomando cada vez mayor acogida por cuanto su aplicación ha generado 
principios, y como tal ha tomado bastante fuerza desde el campo teórico8. Según 
las fuentes consultadas este proceso entendido como prejudicial dad, puesto que 
los procesos son autónomos, el proceso disciplinario no debe subordinarse al 
proceso penal. Ejemplo de esto es cuando los procesos llevados de manera 
independiente generan resultados distintos, puesto que así lo ha permitido el 
legislador, como se ha visto en la práctica es posible que se presente absolución 
en un proceso penal, pero se declare responsabilidad en un proceso de carácter 
disciplinario. Ahora bien, es lógico que se den resultados distintos pues el sistema 
utilizado en ambos procesos es distinto. Frente a los procesos penales 
encontramos que la implementación del sistema acusatorio ha sido el garante de 
los derechos fundamentales de los individuos, sin embargo, en el proceso 
disciplinario no se ha adoptado dicho sistema, por cuanto es un modelo inquisitivo, 
es decir el ente llamado a la investigación de la responsabilidad del funcionario es 
el mismo que decide sobre la culpabilidad de este, lo que es manifiestamente 
contrario a los valores de justicia e igualdad. También desde esta perspectiva 
resulta contrario al principio de doble instancia, por cuanto que, si bien se permite 
la apelación de estas decisiones, el ad quem será un funcionario que está bajo las 
órdenes de quien emitió la decisión apelada, y que obviamente no tendrá ningún 
carácter de imparcialidad en la decisión de esa “segunda instancia”, lo que 
también infringe el principio de imparcialidad y de debido proceso. 
SJ= (1) = Esto se basa en la apreciación de hechos certeros en el caso hipotético 
que es el de piedad Córdoba y Gustavo Petro, en una escala de cierto, plausible y 
evidentemente no falso, teniendo como base la certeza de los hechos ocurridos 




Se le asigna uno de los valores más bajos teniendo en cuenta la siguiente 
pregunta ¿con el test de ponderación mi convicción va cambiar? frente a esta 
pregunta la respuesta es que probablemente no va cambiar, o para algunas 
personas si y para otras no mucho, por eso mismo el valor tan bajo. 
Para concluir con el análisis de derecho comparado con base en el ordenamiento 
español allí se prohíbe expresamente la interdicción de la arbitrariedad en los 
poderes públicos, por este motivo ellos crean la aplicación del test de 
proporcionalidad. En este contexto adquieren su máxima importancia la categoría 
de los derechos fundamentales, verbigracia, el debido proceso como límite y 
control ante la extralimitación en ejercicio de la función disciplinaria. 
Partiendo del aporte que hace España y siguiendo a Jorge Corviello se establece 
que el principio de razonabilidad es considerado como un sinónimo del principio de 
proporcionalidad, con este lo que se busca es que exista relevancia en el 
momento de tomar una decisión, pero teniendo claro un procedimiento previo. 
Claramente se observa este principio en las decisiones de la autoridad 
administrativa cuando crean obligaciones, califican infracciones, imponen 
sanciones o establecen restricciones a los administrados, estos deben adaptarse 
dentro de los límites de la facultad atribuida y manteniendo la debida proporción 
entre los medios a emplear y los fines públicos que deba tutelar a fin de que 
respondan a lo estrictamente para la satisfacción de su cometido.  
Frente a este principio se ha realizado un test de proporcionalidad el cual tiene 
tres pasos para examinar:  
1.la razonabilidad normativa en cuanto las normas legales deben mantener 
coherencia con las constitucionales. 
 2. la razonabilidad técnica que postula una apropiada adecuación entre los fines 




3. La proporcionalidad en medida estricta entre todas las medidas igualmente 
idóneas es la que menos sacrifica el derecho fundamental. 
Analizando estos pasos se puede concluir que lo que se busca no es quitarle 
facultades a la Procuraduría General de la Nación si no que esta sea razonable en 
la toma de sus sanciones , es decir que lo haga conforme a la ley permitiendo una 
seguridad jurídica frente a los servidores públicos de elección popular ya que al 
limitárseles un derecho como el establecido en el artículo 40 de la Constitución 
Política " elegir y ser elegido..." se debe tener claridad del porqué de esta 
limitación la cual se da cuando la  sanción es la destitución e inhabilidad y no solo 
tomar la decisión sin una argumentación jurídica que fundamente la decisión, pero 
esto se dará siempre y cuando se aplique el debido proceso en donde se podrá 
determinar que el servidor público de elección popular realmente ha cometido la 
falta. 
Si se hace esta correcta aplicación del test de proporcionalidad se podrá aceptar 
la limitación de ciertos derechos siempre y cuando se tenga concordancia de que 
su limitación se da porque el servidor ha incurrido en una falta ya sea dolosa o 
culposa la cual fue probada. 
Para concluir se puede restringir el Derecho al debido proceso ya que como se 
explicó anteriormente en materia disciplinaria, es un proceso autónomo e 
independiente, no se está hablando de vulnerar este derecho si no de restringir y 
prevalecer otro que es el derecho de elegir y ser elegido, debido a que no estamos 








5. Conclusiones  
A la luz de los resultados arrojados por la investigación, se encuentra que hay una 
preponderancia de aquellos expertos que opinan que las sanciones aplicables a 
los servidores públicos de elección popular, en los casos en que se les sancione 
por faltas  relacionadas  con  el cargo que  ejercen,  no  debe  ser  estrictamente  
la destitución e inhabilidad para ejercer cargos públicos, sin embargo se encuentra 
que hay otros que manifiestan lo contrario, es decir solo sería predicables en 
materia disciplinaria  la  destitución  y  la  inhabilidad,  lo que  permite  observar  
que la mayoría, está en desacuerdo con las sanciones que se prevén en materia 
disciplinaria, lo que da vestigios de la inconformidad frente a las sanciones y su 
desproporcionalidad, esto último sustentando bajo el resultado arrojado frente a la 
limitación de la potestad disciplinaria discrecional del procurador.  
Ahora bien, la aplicación de una segunda instancia en materia disciplinaria fue 
cuestionada por los especialistas por cuanto no se garantiza de manera real y 
efectiva el cumplimiento del derecho al debido proceso, lo que indica que no hay 
duda con respecto a implementas este principio en materia disciplinaria. Esto, que 
conjugado al panorama de sanciones permite deducir que la desproporcionalidad   
es manifiesta. A su vez, en el análisis de la tercera categoría se desprende la 
división del proceso disciplinario y el proceso penal, puesto que el resultado 
denota una igualdad numérica entre quienes apoyan o no la sanción penal como 
requisito para la destitución, dejando la aplicación preferencial de orden sucesivo 
como preponderante. Ahora bien, la aplicación del test de proporcionalidad en 
materia disciplinaria se hace necesarios por cuanto es un mecanismo eficaz que 
permite que se realicen adecuaciones típicas que no solo se basen en 
fundamentos de carácter subjetivo y que efecto tengan una verdadera incidencia 




Por otra parte, el control Administrativo disciplinario y las circunstancias de las 
medidas sancionatorias de la Procuraduría General de la Nación, se tienden a 
caracterizar por la desproporcionalidad de las medidas sancionatorias, en un 
Estado Social de Derecho, la función pública cumple una labor de vital 
importancia, por tanto, aquellos servidores popularmente electos al ser quienes 
representan la voluntad del pueblo y en quienes recae su confianza, son sujetos 
de protección, pues es en virtud de dicha calidad como representantes de la 
voluntad popular, que aquellas decisiones que los afecten directamente respecto 
de su función pública, afectan los intereses legítimos de aquellos que a través de 
un ejercicio democrático lo invistieron con tal autoridad. 
El servidor público debe ser riguroso y atender a los principios de la administración 
publica en cada una de sus conductas. Es la falta al deber de la observancia de 
principios como la eficacia y eficiencia, buena fe, moralidad entre otros que 
conllevan a la rigurosidad de la sanción, no obstante, dicha rigurosidad y potestad 
sancionatoria ejemplar no pueden desconocer el principio básico de 
proporcionalidad, que enmarca la decisión administrativa emitida por el ente 
sancionador. 
La aplicación de las sanciones por parte de la Procuraduría General de la Nación, 
vistas desde el informe de gestión de la misma, revela un desconocimiento de 
normas de rango superior tal como el artículo 4 de la Constitución Política 
colombiana, que establece la soberanía popular de la Nación. 
En un Estado Social y Democrático de Derecho no puede ser plausible la forma 
como se establece la potestad del Procurador, ya que los funcionarios del Estado 
están incurriendo en una indebida aplicación de la norma y desconociendo la 
aplicación de principios constitucionales, entre los que se cuentan los Derechos 
fundamentales de aquellos servidores que se han visto afectados y las 
circunstancias en que se han dado los procesos disciplinarios. Dichos procesos 




la desproporcionalidad, pues tiene como sustento el control administrativo 
preferente que le ha sido reconocido constitucionalmente, razón por la cual las 
consecuencias del mismo, no pueden tener los alcances que ha tenido. 
Figuras jurídicas como la Procuraduría General de la Nación, al no ser elegidas 
por voto popular y tener tan gran poder sancionatorio, pueden llegar a desconocer 
voluntades declaradas democráticamente. 
La desproporción en los fallos del procurador, puede llegar a atentar contra el 
derecho a elegir y ser elegido, consagrado en el artículo 40 de la Constitución 
Política de Colombia, así como al artículo 4 de la constitución que establece la 
soberanía popular de la Nación, razón por la cual debe establecerse, en qué casos 





Por otra parte, al comparar las temáticas y clasificaciones en la el CDU y el 
proyecto de ley que deroga el CDU, debe resaltarse que es de gran importancia 
conceder mayor visibilidad dentro del conjunto normativo del código, al principio 
inculcado en el artículo 7 inciso segundo, a partir del cual, de ser aprobado, 
establecería que el principio de proporcionalidad guiaría la imposición de 
sanciones en el ámbito disciplinario. Se recomienda que dicho principio se aborde 
en un articulado independiente dentro del código. 
Por otra parte, en un comparativo de la nueva propuesta legislativa para sustituir el 
CDU, se empieza a observar la contraposición con el régimen vigente pues el 
anterior no contempla entre sus principios el criterio de razonabilidad165 (Ley 734, 
2002, art. 94) 
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